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PRESENTACION 

El estudio para determinar si la rendición de fianza en -

el proceso civil es un medio para garantizar las resultas de 

juicio o es un medio para dilatar el proceso, amerita un análi 

sis profundo y objetivo, no sólo por los efectos que puede pr~ 

ducir en el proceso mismo, sino también porque es un caso que­

tiene vigencia en el acontecer de los tribunales del país. 

Por tanto se estima sobrada la importancia que representa 

dicho estudio. El tema investigado constituye un avance en la 

explicación que hasta hoy se ha dado en torno a la rendición -

de fianza en el proceso civil, aquí se trata de destacar las -

finalidades que en la práctica puede tener la petición de fian 

za, y constituirá un aporte científico para estudios posterio­

res sobre el tema. 



INTRODUCCION 

La rendición de fianza en nuestro medio, constituye un 

acto jurídico que tiene vivencia en varios ámbitos o ramas del 

derecho, así vemo~ que aparece tanto en las ramas del derecho­

privado como en las ramas del derecho p6blico. 

La rendición de fianza en el derecho civil es el antece-­

dente mas remoto en cuanto al tema objeto de estudio, pues es 

en el derecho civil donde tiene su regulación general, y se en 

cuentra plasmada en el Código Civil desde el año de 1860. 

En el derecho procesal civil, es desde el año de 1881 que 

aparecen las normas que regulan sobre la rendición de fianza -

para garantizar las resultas de juicio, las cuales se han man­

tenido vigentes hasta nuestros días; no obstante es de impor-­

tancia señalar que las normas que regulan la fianza de costas­

daños y perjuicios fueron reformadas en el año de 1961, en cuan 

to a la absolución de 

dir fianza. 

algunos actores de la obligación de ren 

Las reformas antes mencionadas, se llevaron a cabo por -­

medio del Decreto Legislativo n6mero 414 de fecha 17 de noviem 

bre de 1961, que fue publicado en el Diario Oficial de fecha -

18 de diciembre del mismo año. 



Según nuestro criterio la rendición de fianza, en los 

casos prácticos puede ser analizada en forma general bajo dos 

puntos de vista, PRIMERO: que constituye un medio para garan~i 

zar las resultas d e l juicio y SEGUNDO: que constituye un medio 

para dilatar el proceso. La primera situación se refiere a la 

finalidad que la ley persigue con dicha institución; y la se­

gunda, a una finalidad de hecho y subjetiva por parte del de­

mandado, cuando éste pide al juez que el actor rinda fianza, ­

no con el propósito normal de que se garanticen las resultas­

del juicio, sino que buscando dilatar el proceso. 

Además de las dos situaciones antes enunciadas, podemos 

agregar una tercera, que en la práctica tambi~n aparece como­

una finalidad subjetiva del demandado, y se origina cuando éste 

solicita al juez que el actor rinda fianza con la finalidad de 

que al no poder satisfacer el actor la cantidad mandada afian­

zar, tendrá que desistir o abandonar su acción. Por tanto se -

trata demostrar que la rendición de fianza para garantizar las 

resultas del juicio, en la práctica puede jugar papeles distin 

tos al que la ley le señala. 

Por otra parte es de importancia señalar que el incidente 

de fianza en el proceso civil salvadoreño,ha tenido el mismo -­

trato desde el año de 1881, salvo por algunas reformas hechas 



en torno a la absolución de algunos actores de la obligación 

de rendir fianza, por lo que delimitar el tema en razón del 

tiempo resutó un tanto difícil, sin embargo el presente es­

tudio abarca las tres últimas décadas (1959-1989), como marco 

de referencia. 



CAPITULO 1 

GENERALIDADES SOBRE EL PROCESO CIVIL DE IMPORTANCIA 

PARA EL ESTUDIO DE LA FIANZA DE COSTAS DAÑOS Y PER-

JUICIOS. 

Se considera que el estudio previo de los aspectos e ins-

tituciones más generales del proceso civil, nos serán de mucha 

importancia para el desarrollo de los temas de esta investig~~ 

ci6n, ya que la rendici6n de fianza tiene lugar precisamente -

en los procesos civiles. Veamos entonces algunos de los aspec-

tos e instituciones mencionados. 

l. FACULTAD DEL ESTADO PARA RESOLVER CONFLICTOS ENTRE PARTI 

CULARES. 

"Sabemos que no se puede concebir la existencia de una so 

ciedad humana sin conflictos de intereses y de derechos, porque 

las normas jurídicas que la reglamentan son susceptibles de ser 

violadas. Ante tales hechos únicamente caben dos situaciones,o 

permitir que cada uno persiga su defensa y busque aplicar lo ~ 

que entienda ser su justicia, personal y directamente; o atri-

buir al Estado la facultad de dirimir tales controversias." (1) 

(1) Devis Echandia. "Compendio de derecho procesal, tomo 1, Teoría General 
del Proceso", Editorial ABC - Bogotá, Edici6n de 1972, pág. 3. 



2 

Un criterio general de clasificar " las relaciones jurídi­

cas, es el que las divide en relaciones jurídicas de subordina 

ción y en relaciones jurídicas de coordinación; las primeras­

se entablan entre el Estado y los particulares y las segundas 

entre los particulares, o entre éstos y las entidades públicas 

en el campo civil. 

El proceso civil, constituye un instrumento del Estado m~ 

di ante el cual resuelve los conflictos o controversias suscita 

das en las relaciones jurídicas de coordinación mediante la -­

preexistencia de un conjunto de normas jurídicas que regulan -

una serie de situaciones por las cuales una persona que se si~n 

te agraviada por la conducta de otra u otras personas en contra 

de sus derechos, puede mediante el ejercicio de su derecho de 

acción, poner en movimiento lo que se denomina lila función ju­

risdiccional del Estado", o sea mediante la cual administra -

justicia, por medio de un órgano especial para tal fin (Organo 

Judicial) y así sus asociados obtengan la constitución o la de 

claración de un derecho o de una medida cautelar o bien que se 

le de lo que es suyo o lo que se le debe; manteniendo asi el -

órden, la armonía y la paz social. 

2. EL PROCESO 

El vocablo proceso tiene una amplia aplicación pues ap~ 
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rece en varias esferas del lenguaje; asi encontramos que se __ 

utiliza dicha palabra para referirse a una serie de activida-

des, por ejemplo: proceso de producción, proceso de construc-­

ción, de adjudicación, etc., o sea que en sentido general, pr~ 

ceso significa la ejecución de una serie de actos coordinados­

coherentemente destinados a producir un fin. 

Jurídicamente hablando, en sentido genérico, se entiende-

por proceso una serie de actos que s e e j ecu tan coordinadamente, 

con el propósito de obtener un fin jurídico. 

En el ámbito que a nuestro estudio interesa, se entiende 

por proceso a una serie de actos que realizan las partes,y el­

Estado por medio de sus represetantes (jueces y magistrados),­

que tiene como finalidad darle a cada uno lo que es suyo o lo 

que se le debe, o bien con el propósito de obtener la declara­

ción de un derecho o de una medida cautelar. 

En cuanto al proceso, las categorías más generales y de­

mayor importancia son: su finalidad, sus funciones y su clasi­

ficación. 

Modernamente y sin lugar a dudas, se entiende como finali 

dad principal del proceso civil, la actuación de las normas j~ 

rídicas en los casos concretos, con el fin de satisfacer el in 
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terés público y general de mantener el órden, la armonía y la 

paz social, mediante la justa composición de intereses contra~ 

puestos y cuando no existen esas controversias, la declaración 

o constitución de un derecho o de una medida cautelar. 

Resp ec to de las funciones del proc e so civil, es de impo~ 

tancia destacar que según sea la clase de proceso que se siga 

así será la función que desempeña, por ejemplo: EN UN PROCESO­

CONTENCIOSO, será tutelar los derechos subjetivos, mediante un 

pronunciamiento justo, para la composición de las controversias 

que se suscitan en la convivencia de los particulares o bien -

entre éstos y entidades públicas en el campo civil. 

En un proceso declarativo puro y en los procesos de ju-

risdicción voluntaria, por el hecho de ausencia total de liti­

gio, la función es la declaración de los derechos o situaciones 

jurídicas cuya incertidumbre perjudica a su titular, o sea cuan 

do el proceso tiene como finalidad la obtención de medidas que 

tiendan al aseguramiento de los derechos que van a ser objeto­

del mismo,por ejemplo :la pérdida o deterioro de una cosa y la 

insolvencia del deudor. 

La clasificación del proceso civil se hace atendiendo el-

punto de vista de sus finalidades y funciones que en el campo 

práctico desempeñan; así tenemos que el proceso civil puede 
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ser: declarativo, dispositivo, declarativo puro, de declaración 

constitutiva, de condena o de conocimiento, de ejecución, cau­

telar, singular, colectivo, de jurisdicción voluntaria y de j~ 

risdicción contenciosa. 

3. EL DERECHO DE ACCrON 

Definitivamente hablar de la palabra "acción" en el dere­

cho en general, significa estar frente a una palabra que tiene 

múltiples significados y aplicaciones en todos los campos del 

derecho. 

En el campo del derecho procesal, aparece el término acción, 

sin lugar a dudas corno una institución de gran importancia ya­

que signfica la facultad o el poder que tiene un sujet~ de de­

recho, de poner en actividad al órgano jurisdiccional del Esta 

do, con el propósito de reclamarle la satisfacción de una pre­

tensión. 

En torno a este terna muchos son los tratadistas que han -

e x plicado tanto su naturaleza corno su fialidad, dando corno re­

sultado una s e rie de teorías que han tratado de explicar preci 

samente su naturaleza, el fin y la función del derecho de ac-­

ción, tales doctrinas pueden clasificarse en dos grupos así: 

"1) Teorías que consideran a la acción corno elemento del-
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derecho material subjetivo o como el derecho material mismo en 

ejercicio o movimiento. 2) Teorías que sostienen que la acción 

es autónoma y diferente del derecho material subjetivo" (2). 

Un concepto bastante completo es el siguiente: "acción es 

el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho, de acudir 

a los órganos jurisdiccionales, para reclamarles la satisfacción 

de una pretensión". (3) 

El anterior breve estudio sobre el derecho de acción es 

de importancia, pues es éste, el que da origen a otras institu 

ciones que juegan un papel fundamental en el proceso, tales -

como: la relación jurídica procesal, y los derechcs cargas y -

facultades de las partes en el proceso. 

Finalmente se enuncian las características del derecho de 

acción: A) Es un derecho autónomo, público, individual y abs--

tracto. 

B) Su finalidad al igual que el proceso _ mismo es proteger 

el interés público, en aras de mantener el órden, la armonia y 

la paz social. 

e) Su objeto es la obtención de una resolución que dirima 

una controversia de intereses. 

(2) Devis Echandia, obra citada, pág. No. 152-153. 
(3) Eduardo Couture "Estudios de Derecho Procesal Civil", TaID 1, Ediciones de­

Palma, Buenos Aires, 1978, pág. No. 44. 
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4. RELACION JURIDICA PROCESAL 

Categóricamente, hoy día se considera que e l proceso 

constituye una relación jurídica y que ésta no puede conside--

rarse aislada o en forma autónoma de áquel. 

Contrariamente a la posición anterior, algunos consideran 

que el proceso constituye una situación jurídica y otros que -

constituye una institución, pero no una relación; sin embargo-

autores como Chiovenda, Kolher, Rocco, Calamandrei, Alsina, 

etc ., sí consideran al proceso como una relación jurídica de -

derecho público, y ciertamente, "la relación jurídica procesal 

es compleja, porque de ella emana n múltiples relaciones entre-

las partes y entre estas y el j uez, en forma progresiva y no -

sumultánea, a medida que el proceso avanza y hasta llegar a su 

terminación normal con la sentencia, o anormal con la nulidad-

total o transacción o e l desistimiento; pero sin que su unidad 

se afecte por ello; y es una relación de derecho público, uni-

taria y singular, en cuanto existe separadamente en cada proc~ 

so de carácter suigeneris y de inter és público." (4) 

En cuanto a determinar quiénes son los sujetos de la re-

lación jurídica procesal, parece ser que tampoco hay coherencia 

entre las doctrinas, ya que algunas consideran que sblamente -

(4) Devis Echandia, obra citada, pág. No. 149 
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lo son las partes y otras que las partes y el juez; de las cua 

les la más acertada parece ser la segunda posición, si se tra­

ta de un proceso contencioso. 

Por último es conveniente apuntar, en qué momento surge -

la relación jurídica procesal dentro del proceso, pues el actor 

o demandante puede haber formulado su demanda, pero ésta puede 

haber sido rechazada por falta de algún requisito de forma o -

de algún presupuesto, en ese caso no se habría entablad o verda 

deramente la relación jurídica procesal, pues ésta surgirá ha~ 

ta que estén conformadas las tres partes intervinientes (juez, 

actor y demandado) y queden vinculados en el proceso con dere­

chos, obligaciones y cargas. 

5. DERECHOS, OBLIGACIONES, FACULTADES Y CARGAS PROCESALES DE 

LAS PARTES. 

Es éste sin lugar a dudas un tema que nos sirve de ante-

sala para nuestro estudio, pues la rendición de la fianza en -

el proceso . se considera como una carga especial que tiene que­

cumplir e l actor. 

LOS DERECHOS PROCESALES: Doctrinariamente se les atribu-

yen las siguientes caracteristicas; "A) Emanan de las normas­

jurídicas procesales. 
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B) Son .derechos p6blicos y no privados, muchos de ellos -

de origen constitucional, salvo los de origen patrimonial, como-

el derecho de cobrar las costas del proceso o los honorarios 

de los auxiliares de la justicia, como peritos y secuestreQ. 

C) Son susceptibles al mismo Estado y su violación signi-

fica una arbitrariedad, un acto ilícito. 

D) Surgen con ocasión del proceso y se ejercen en él o para 

iniciarlo. 

E) Corresponden a las partes y algunos terceros, ejemplos: 

el derecho de acción, de contradicción, de probar, de recurrir, 

de concurrir a un proceso como interviniente." (5) 

LAS OBLIGACIONES PROCESALES: Emanan en el proceso sólo p~ 

ra las partes y los terceros, generalmente se les atribuye un-

contenido pecuniario, por ejemplo: el pago de las costas proc~ 

sales; se consideran de órden público y surgen con ocasión del 

proceso, como consecuencia del ejercicio del derecho de acción 

que los origina. 

LAS FACULTADES PROCESALES: Contrario a las cargas, el no-

ejercicio de éstas no acarrea consecuencias negativas para las 

partes o el juez, por ejemplo, del juez, la de investigar ofi-

ciosamente toda sospecha de fraude en el proceso de que conoce; 

para las partes el recurrir al juez o a peritos. 

(5) Eduardo Couture, obra citada, pág. No. 22 
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LAS CARGAS PROCESALES: Sólo surgen para las partes y alg~ 

nos terceros, pero nunca para el jue z, su no ejercicio acarrea 

efectos procesales negativos y que pueden ser desfavorables p~ 

ra los derechos sustanciales del proceso, por ejemp lo : la de -

contestar la demanda planteada. 
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CAPITULO 11 

LA FIANZA DE COSTAS, DAÑOS Y PERJUICIOS y LOS PROBLEMAS 

QUE SUELEN APARECER CUANDO EL REO PIDE QUE EL ACTOR 

RINDA DICHA FIANZA 

El presente Capítulo desarrolla todos los aspectos gener~ 

les de la fianza de costas, daños y perjuicios, al mismo tiem-

po se analizan los problemas más arraigados que hoy día se pr~ 

sentan po r la petición de dicha fianza, así corno el problema 

que se ocasiona al proceso mismo por el hecho de dilatarlo. 

1- LAS COSTAS PROCESALES Y LOS DAÑOS Y PERJUICIOS. 

Jurídicamente se define por Costas Procesales "los gastos 

que es necesario hacer para iniciar, tramitar y concluir un --

juicio. Han de tener una relación directa con el proceso, de 

tal manera que sin el los no pueda 6ste legalmente concluirse".(6) 

Al analizar el concepto anterior, definitivamente, podernos 

afirmar que las costas constituyen uno de los efectos económi-

cos del proceso. 

Doctrinariamente se dice, que la existencia de los gastos 

que ocasiona el proceso constituye una obra humana y por ende-

toda obra iniciada por el hombre, necesita de una inversión --

económica; sin embargo sabemos que existe el llamado principio 

de gratuidad de la justicia, por cierto uno de los más contro-

vertidos,sobre todo en el campo político y no exclusivamente j~ 

(6) Eduardo pállares. Diccionario de Derecho Procesal Civil, Editorial -
Porrúa r 1966, pág. No. 1?4. 
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rídico, aunque cabe aquí la observación de que ambos tienen 

una gran relación en la convivencia social y que la historia -

ha demostrado que de los avances o fracasos en la política de 

un país, depende la legislación que ha de regirlo. 

El tratadista español Jaime Guasp, al referirse al p~inci 

pio antes mencionado, anota lo siguiente: " la te'sis defensora 

de la gratuidad de la justicia parte de una consideración ex--

tremadamente sencilla en una aparencia; puesto que la admini~ 

tración de justicia constituye, en fin de cuentas, un servicio 

público, los usuarios de este servicio, es decir, los litigan-

tes, no deben pagar cantidad alguna por su utilización; al li-

tigante no se le considera en esta concepción como un benefic~rio 

que perjudique indirectamente al litigar a los demás, sino, por 

el contario, como una persona que, en mayor o menor grado, se-

sacrifica por la paz de la colectividad y contribuye a la cer-

tidumbre de las normas por que se rige; finalmente, se afirma-

que el que la justicia haya de ser un servicio retribuido por-

los litigantes, hace a unos de peor condición que los otros,al 

depender de la posición económica de una de las partes sus po-

sibilidades de que los tribunales le hagan justicia. "(7) 

Sobre el principio antes mencionado, Guasp hace los si-

guientes comentarios, los cuales son a nuestro parecer una cri 

tica constructiva pues considera: "no es cierto en primer lugar, 

(7) Jaime Guasp,"Derecho Procesal Civil,tomo primero,introducción y parte­
general" Madrid, 1968,pág. No. 567 



que en todo caso el costo de un servicio público deba gravar 

a todos los ciudadanos por igual y no con mayor fuerza a los -

que utilizan directamente el servicio, aun que no sea culpable, 

es la causa inmediata .. de la existencia del proceso, porque su 

resistencia o pretensión injustificada da lugar . aque no resulte 

inconveniente d e que pese sobre él la carga económica de aten-

der los gastos de dicho proceso; ni cabe desconocer que el pr~ 

blema que plantea la existencia de pretensiones u oposiciones, 

cuyos titulares carecen de los recursos económicos suficientes 

para acudir a un proceso, puede resolverse mediante una orden~ 

ción satisfactoria del llamado beneficio de pobreza; si a es-

tas razones se añade la de carácter político jurídico que hace 

observar el extraordinario ._ aumento de la litigiosidad q~e la 

implantación de la gratuidad absoluta de la justicia llevaría-

consigo y el que la litigiosidad es siempre un mal, aunque de~ 

tro de ciertos límites debe considerarse como un mal necesario, 

se comprende que el principio de la existencia de las costas -

procesales no puede ser combatido de manera tan radical." (8) 

De la crítica hecha por Guasp al principio de la gratuidad 

de la justicia, hacemos los siguientes comentarios: ciertamente 

en nuestro ordenamiento jurídico resulta un tanto difícil y 

complejo establecer una completa gratuidad en la administración 

de justicia, sin antes tomar medidas que contrarresten el aumen 

to incontrolado de la litigiosidad, vale decir el hecho de que 

(8) Jaime Guasp. Obra Citada.pág. No. 567 - 568 
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se int erpo ngan pretensiones infundadas o maliciosas que sólo­

busquen perjudicar a una o a varias personas, y en consecuencia 

signifique para el Estado un gasto innecesario, lo que en doc 

trina se le conoce con el nombre de litigio temerario. Más ade 

lant e se desarrollará un -tema específico sobre el principio -

antes mencionado en relación cap la fianza de costas, daños y 

perjuicios. 

Por otra parte, en cuanto a la clasificación de las cos 

tas, doctrinariamentesuele clasificarse sólo a las costas pro~e 

sales, las cuales son vistas como las obligaciones económicas­

que ti enen las partes respecto de los demás sujetos que inter­

vienen en e l proceso, o sea frente al Estado o frente a terceros 

Una clasificación generalizada pero si significativa,es 

la que hace el artículo 1257 Inc. segundo, delCódigo de Procedimien 

tos Civiles, que clasifica las costas en PROCESALES y PERSONA-

LES, AS'): :"s e entenderán por costas procesales los gastos de-

oficina, los honorarios de los jueces, que siendo abogados no­

tienen sueldo, los de los conjueces, peritos,abogados y procu -

radores, los derechos de los depositarios en su caso; los 
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de losinterventores y curadores especiales y el valor del papel­

sellado. Los demás gastos que ocasiona el juicio se entende-­

rán costas persona l e s". 

Antes de comentar el inciso segundo del artículo 1257 pro 

c. hay que aclarar, que hoy día ya no constituyen costas proc~ 

sales los derechos de oficina, los honorarios de los conjueces 

y jueces, ya que han sido absorbidos por el Estado. 

En el inciso segundo del artículo 1257 pro c. encon tramos 

el problema de que no se distingue cuáles son las costas pers~ 

nales, pues sólo establece: " los demás gastos que ocasiona el 

juicio se entenderán costas personales " por otra parte el 

arancel judicial en su artículo número sesenta inciso segundo 

establece: "Se entiende por C 0c ~a s las comprendidas en el inci 

so segundo del artículo 1257 pro c. y además los derechos que 

corresponden a los jueces ejecutores de embargos, pregoneros, 

valor de los avisos judiciales, indemnización de testigos,etc." 

Cabe entonces preguntarse sí los gastos que establece el 

artículo sesenta del arancel judicial, son costas procesales 

ya que el artículo 1257 pro c. las enumeró taxativamente. 

Un excatedrático de nuestra facultad, es del criterio de 

que las costas que establece el arancel judicial,sí son costas 

procesales "por que aun que es cierto que el artículo 1257 pr.c. 
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en estudio usa la forma imperativa de " se entenderán" tambien 

es cierto que de acuerdo con las reglas de interpretaci6n, apl! 

caci6n y derogaci6n de las leyes, las leyes especiales como las 

del arancel judicial, prevalecer5n sobre las generales y las --

nuevas leyes derogan t5citamente a las anteriores y las dejan -

vigentes Grlicamente en todo aquello que no pugna con las dispo-

slclones de la llueva ley, artículos 20'inc. 20. 50 y 51 C. El -

arancel judicial fué decretado con posterioridad al Código de -

Procedimientos Civiles" (9) 

Por costas personales debe entenderse aquellas en que in -

curren las partei y que no se consideran gastos necesarios, pe-

ro s1 Gtiles que contribuyen al éxito que las partes pueden te-

ner en el proceso; ejemplos de ellos podemos sefialar: el pago de 

transpotte hasta el lugar del juicio~ m~xime cuando el demandado 

contesta la demanda ante un juez incompetente por razón del Terri 

torio, sometiéndose asi a una jurisdicción distinta de la de su -

domicilio. 

Los gastos en ~ue incurren las partes en la preparaci6n de 

J.a prueba que presentaran en el proceso. m5s todavia. cuando 

tienen que tr.aer ·prueba de fuera del territorio nacionaL. El r .~ 

go por sanciones illlpuestas por la violación de la ley de papel-

sellado y timbres, y otros casos m5s. 

(9) Dr. Francisco Arrieta Gallegos. "Fianza de Costas, Daños y 
Perjuicios" Publicaciones de la Facultad de JJ y CC Sociales -
UES. pag. No. 5. 
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La clasificación general que· anteriormente hemos enunciado 

dividiendo las costas en procesales y personales, la estable­

ce expresamente e l .art. 1257 en su inciso segundo pro c. y es 

el inciso primero del mismo artículo 1257 pr.c. el que esta-­

blece que "cuando haya condenación en costas se entienden que 

son las .procesales, sin que se entiendan las personales, sino 

cuando se mandan a resarcir los daños y perjuicios. En las 

procesales sólo se pagan los que la parte victoriosa cubrió o 

debio cubrir con arreglo a arancel". 

El artículo 439 pr.c. estipula los casos en los cuales -

las partes serán condenados en costas asi: "todo demandante -

que no pruebe su acción en Primera Instancia o que la abando-

ne, será condenado en costas. Será también condenado en cos~ 

tas el demandado que no pruebe su excepción, o que, no oponi~n 

do ninguna fuere condenado en lo principal, y el contumaz con 

tra quien se pronuncie la sentencia". 

La parte citada del artículo 439 pr.c. regula cinco casos 

por los cuales las partes serán obligadas al pago de las cos--

tas, los jueces pueden aún de oficio, condenar en costas por-

que dicha obligación nace de la ley arto 203 pr.c es una obli­

gación que tiene carácter constitutivo porque sólo se estable­

ce en virtud de la sentencia que resuelve la litis. Sin embar-

go es de importancia mencionar, que lo anteriormente señalado 
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es una regla general, que como todas admite excepciones, las 

cuales las señala el mismo arto 439 pr.c en la siguiente for 

ma "cuando la demanda versare entre ascendientes y descendi~n 

tes, hermanos o cónyuges, no habrá condenación especial en -

costas, y lo mismo tendrá lugar cuando ambas partes sucumbie 

ren en algunos puntos de la demanda". 

Doctrinariame nte se dice que la justificación de la con­

dena e n costas, esta cimentada en e l carácter objetivo del - ­

vencimiento, en la visión de que la condena es un efecto emi 

nentemente procesal, es decir como una consecuencia inevita-

ble del proc e so. 

Modernamente se habla de la condena en costas procesales 

para el que result~ vencido en el juicio, esto sin distinguir 

si lo es el demandante o el demandado. 

En cuanto a los daños y perjuicios en el derecho civil,- ­

se regula el resarcimiento de los daños y perjuicios causados 

por el cumplimiento retardado o imperfecto de las mismas ya 

sea por culpa o negligencia. Estos daños y perjuicios esti-

pulados en los artículos 1426 y 1430 C. pueden surgir en el -

ámbito judicial pero en forma extraprocesal, el daño emergen­

te y él lu c ro cesante que una de las partes sufre ya sea en -

su patrimonio económico o en la moral, como consecuencia deri 
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vada del proceso por la actuación temeraria hecha por su con-

traparte. 

Por litigio temerario se entiende "que es aquel en que la.: 

injusticia es absoluta por estar hasta en la intención misma-

del que litiga: la temeridad consiste en tener conciencia de 

la injusticia, o sea de no tener razón". (10) 

"si de la causa aparece que una de las partes no sólo no 

probó su accion o execpción,sino que obró de malicia, o aquella 

es inepta, será además condenado en los daños y perjuicios"(l1l. 

Por tanto la obligación a la reparación o indemnización de los 

daños y perjuicios constituye una sanción espec ial que se le 

impon e a la parte que actuó de mala fe, con malicia o en mani 

fiesta violación de sus deberes procesales. 

Al ·hacer una diferenciación entre las costas y los daños 

y perjuicios es de importancia señalar los siguientes aspec--

tos: 

Las costas son consideradas como los gastos que es neces~ 

rio hacer para iniciar, tramitar y concluir el proceso y que -

el juez ha ordenado su pago en el mismo proceso. 

( 1 O ) 
( 1 1 ) 

Jos~ Chiovenda, "La Condena en Costas" 
Codigo de Procedimientos Civiles, Art. 

Madrid 1928,pág.No.319. 
439. 
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En cambio los daños y perjuicios se consideran una san-

ción especial para la parte que actuó de mala fe o maliciosa 

mente. 

El sujeto pasivo en la condena en costas es la parte que 

resulta ve ~cida en el juicio. 

En cambio el sujeto pasivo al pago de los daños y perju~ 

cios, se dice que es el litigante temerario, es decir, el li-

tigante vencido y que además actuo de las formas ya señaladas. 

" La justificación racional de la condena en costas se ha 

lla en el carácter objetivo del vencimiento y se basa sobre -

el concepto que ve en la condena un hecho típicamente procesal 

(en otras palabras, regulado por normas procesales) el cual -

es indudablemente un complemento imprescindible de la declar~ 

ción judicial del derecho, es decir una consecuencia inevita-

ble de la necesidad del proceso " . (12) 

En tanto que la justificación para el resarcimiento de -

los daños y perjuicios tiene un fundamento subjetivo que se -

encuentra en el hecho de haber actuado temerariamente,vale d~ 

cir, haber obrado maliciosamente, de mala fe, o en manifiesta 

violación de sus deberes procesales. 

(12) Eduardo Couture. Obra citada pág. No: 44 
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Distinguir entre los gastos que necesariamente se han 0 -

c a sionado en e l proceso, de los gastos extraprocesal e s, ya 

sean estos económicos o daños causados a la moral, constituye 

uno d e los puntos d e importancia para dif e renciar a las costas 

de los daños y perjuicios; por otra parte la figura del liti -

gio t e merario e s uno de los factores qu e han p e rmitido distin 

guir lo que es el pago de las costas, de la obligación de re -

sarcir los daños y perjuicios. 

Finalmente, la condena en costas, constituye una respon-

s a bilidad considerad a normal para el litigant e , o s ea el hecho 

de asumir el pago de las costas e n qu e necesariamente tuvo ~e 

incurrir su adversario, pues su pago no tiene como fundamento 

el qu e tenga que imputársel e a su contraparte haber actuado -

con malicia, de mala fe o violando sus deberes procesales, ya 

que su fundam e nto e s objetivo, es d e cir, por el h e cho de haber 

sido vencido e n juicio. 

Por otra part e , la proc e dencia o improcede ncia del pago 

d e las costas, asi como la obligación de reparar los daños y 

p e rjuicios, e s determinado por el ju e z en la s e n t encia que p~ 

ne fin al proc e so, sin embargo, puede suceder que tanto las 

costas como los daños y perjuicios deban liquidarse o estable 

c e r se de las s i guient e s formas: 

¡ iUillOTECA C5HTRAL 
l ..................... y ... .. 
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a) Las costas deben liquidarse en el mismo proceso como 

ocurre en los juicios ejecutivos o bien reclamarse por sepa-

rada, por medio de la visación de la planilla de costas. 

b) Los dafios y perjuicios tambi~n pueden reclamarse · pr~ 

moviendo un juicio por separado, en caso que no hayan sido de­

terminados por la sentencia que resuelve lo principal, sefialan 

do la cantidad de acuerdo con las pruebas que se hayan presen­

tado, interponiendo su demanda ante el juez de primera instan­

cia competente, presentando la ejecutoria en donde conste la -

condena, además una cuenta jurada que los especifique y estime. 

1.1 LA CONDENA EN COSTAS PROCEDE DE OFICIO O UNICAMENTE 

A INSTANCIA DE PARTE. 

Sabemos que cuando se entabla una relación jurídica pro­

cesal en materia Civil, ~sta es impulsada a instancia de parte, 

no obstante existen ciertos casos en que la ley le faculta al 

juez pronunciarse de oficio. El tema a desarrollar ciertamente 

constituye una interrogante a la cual se le dan respuestas no 

uniformes, ya que algunos consideran que la condena en costas­

procede únicamente a instancia de parte interesada y otros que 

el juez puede pronunciarse sobre dicha condena sin necesidad -

de que así lo solicite la parte que resulta acreedora al pago­

de las mismas. 
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La procedencia o improcedencia del pago de las costas,es 

determinada por e l juez en la sentencia que pone fin al proce­

so, dicha condena la puede formular en términos genéricos o -­

abstractos, no determinando la cuantía de las costas, cosa que 

se verifica posteriormente con el procedimiento denominado visa 

ción d e planillas de costas. Sin embargo en cuanto a que el 

juez pueda pronunciarse por la condena en costas de oficio, al 

gunos consiueran de que el juez no tiene facultad para dictam~ 

nar sobre dicha condena, si el actor al momento de la demanda­

omitió reclamar su pago o que el demandado ·.igualmente omiti6-

su reclamación en su defensa, ya que en virtud del principio -

procesal de congruencia, éste deberá fallar única y exclusiva-

mente sobre lo cuestionado,i;lduciendc. como fundamento a dicha posi--

ción lo prescrito en el Art. 421 que ~ice: "las sentencias re­

caerán sobre las cosas litigadas y en la manera en que han sido 

disputadas, sabida que sea la verdad por las pruebas del m~s 

mo proceso " . Contrariamente a esta posición muchos consideran­

que el pago d e las costas procesales es una obligación que ti~ 

ne su origen en la ley procesal y que el juez está ob li gado a 

darle estricta aplicación, pués los trámites del proceso no de 

penden de su arbitrio y en consecuencia las reglas técnicas 

dictadas al efecto deben ser inexcusablemente aplicadas por di 

cho funcionario. Cabe entonces preguntarse si lo prescrito en 

el Art. 439 Pro cuando dice " Todo demandante que no pruebe su 

acción en primera instancia o que la abandone, será condenado-
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e n costas. Será también condenado en costas el demandado que no 

pruebe su excepción o que no oponiendo ninguna, fuere condenado 

en lo principal .... " es una regla técnica que implique una ine~ 

cusable aplicación de parte del juez, cosa que según nuestro e~ 

tender, tal y como está redactada la disposición citada, si le­

es permitido al juez condenar en costas de oficio, lo que no -­

significa que se contraríe el principio de congruencia en materia 

Procesal Civil, pués se considera como un mandato dado al juez­

en forma expresa por la ley, por l o que se llega a sostener que 

la condena en costas de oficio constituye una excepción al mencio 

nado principio, sin embargo otros consideran que lo cierto es -

que no obstante la condena en costas hecha de oficio por el juez, 

siempre existirá congruencia entre lo pretendido, es decir lo 

cuestionado en el juicio, con el fallo que resuelve la litis. 

2- LA FIANZA EN EL DERECHO CIVIL, LA FIANZA DE COSTAS, DA 

ÑOS y PERJUICIOS Y SU NATURALEZA JURIDICA. , 

En nuestro Código Civil, en el artículo 2086, se concep-

tualiza a la fianza como "una obligación accesoria, en virtud­

de l a cual una o más personas responden de una obligación age-

na, comprometiéndose para con el acreedor a cumplirla en 

do o parte, si el deudor principal no la cumple". 

to -

Doctrinariamente, encontramos las siguientes conceptual~ 

zaciones: 

a) "Contrato accesorio, que tiene por objeto respoder de 
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una obl iga ció n ajena, proveniente de un contrato principal". 

bl "Obligación accesoria que uno contrae, de hacer lo que 

otro promete, si no lo cumple ~ste ". 

cl "Prenda o hipoteca que se constituye en seguridad del 

buen cumplimiento de su compromiso". 

La fianza puede ser según su origen, convencional, legal 

o judicial. La primera se constituye por medio de contrato,-

la segunda es ordenada por ley, y la tercera por decreto de -

juez. 

La fianza convencional, tal como su nombre lo indica, es 

constituida por voluntad de las partes y tiene por objeto ga­

rantizar el cump limi ento de obligaciones derivadas de contra­

to, va l e decir, obligaciones puramente civiles. 

La fianza legal, es aquella que tiene que celebrarse obli 

gatoriamente por requerimiento de la l ey en una forma expresa 

tales como, la fianza que deben rendir los poseedores provisi~ 

nales para la posesión de los bienes del desaparecido y la fi­

anza que debe rendir el guardador para el discernimiento de la 

tutela o curaduria. 
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La fianza judicial, es exigida por resolución judicial, 

mediante preceptos jurídicos que dan lugar a que el juez pu~ 

da ordenar su rendimiento, tales corno: La fia~za que deben -

rendir los depositarios de los bienes embargados y la fianza 

de costas daños y perjuicios. 

En cuanto a la fianza de costas,daños y perjuicios, doc­

trinariamente se dice que es la garantía en favor del reo, de 

que l e serán satisfechas sus litis expensas. 

El artículo 18 inciso primero de nuestro Código de Proce 

dimientos Civiles, establece que "todo demandante puede ser -

obligado,a petición del d emandado, hecha o al contestar la de 

manda,a dar fianza de pagar las costas; daños y perjuicios en 

que pueda ser condenado .. " vernos pues que corno toda caución, 

la fianza que se rinde a esta r a las resultas del juicio, se­

constituye con el propósito de que el demandante, l e garanti 

ce al demandado el pago de las costas daños y perjuicios que 

le pueda causar la acción intentada contra él, ya sea porque 

el demandante, no pruebe su acc ión, la abondone, por que ésta 

fuere inepta o maliciosa o bien cuando e l demandado sabe que 

posee una excepción perentoria con la cual destruirá la acción 

incoada contra é l. 

Aparentemente existe contradiccion entre la ley y la doc 

trina, r e specto de la naturaleza jurídica de la fianza ya que 



27 

según el artículo 2086 C. la fianza es una obligación acceso­

ria que tiene por objeto garantizar el cumplimiento de una -­

obligación principal, en tanto que la doctrina generalmente -

la conceptualiza como un contrato accesorio y no como un acto 

unilateral. Se tratará en ésta ocasión de analizar esta apa-

rente contradicción, apuntando lo siguiente: 

Al Ciertamente nuestra legislación, en el artículo 2086 

C. afirma que la fianza es una obligación accesoria. 

Bl Sin embargo cuando la ley establece expresamente que 

la fianza es una obligación ~ccesoria, no significa que nie­

gue que es un contrato, ya que al estipular que "la fianza -

es una obligación accesoria en virtud de la cual, una o más­

personas responden de una obligación ajena", da por sentado 

que la fianza siempre se constituye por contrato, por que -­

existe concurrencia de dos o más voluntades y que por el he­

cho de celebrarse para garantizar el cumplimiento de una obli 

gación principal, adquiere el carácter de accesorio. 

Cl El artículo 2088 C. establ e ce que, el que está oblig~ 

do a rendir fianza no puede sustituir por ella una hipoteca o 

prenda, salvo que la fianza sea exigida por ley o por decreto 

de juez. 

Concluimos entonces, que no obstante, la ley establece -



28 

que la fianza es una obligación accesoria, debe considerarse 

también una obligación unilateral de parte del fiador.que se 

constituye por medio de contrato. Por tanto la fianza de cos 

tas datos y perjuicios representa una obligación accesoria -

que nace de la celebracion del contrato de fianza, entre el 

demandante, en calidad de deudor y la persona que se consti­

tuye su fiador. 

2.1 OPORTUNIDAD DE PEDIR LA RENDICION DE FIANZA, OBLIGA 

CION DE RENDIRLA, CUANTIA y RESOLUCION DEL JUEZ QUE 

LA ORDENA. 

El demandado tiene seis días para contestar la demanda -

si se trata de un juicio ordinario, y tres días si fuere jui­

cio sumario, de no contestar la demanda dentro de dichos tér­

minos según el caso, puede ser declarado contumaz, siempre que 

el actor lo solicite, pero mientras eso no suceda, puede e l -

demandado contestar la demanda aun cuando los términos antes­

señalados hayan vencido, teniendo siempre la facultad de pedir 

que el demandante rinda fianza para garantizar el pago de las 

costas daños y perjuicios que le pueda irrogar su acción inj~s 

ta, inepta o maliciosa. 

El actor podrá ser obligado a rendir la fianza solamente 

si el demandado asi lo solicitare, y el juez no tiene facul--

tad para exigirla arbitrariamente. Con la demanda el actor ex 
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pone sus pretensiones insatisfechas, con el prop6sito de que 

sean cumplidas por el demandado; con la demanda consecuente-

mente se ha dado origen a una serie de derechos, obligacio--

nes, cargas y facultades para las partes y entre una de las / 

obligaciones para el actor esta precisamente la de rendir --

fianza de estar a las resultas del juicio. 

Uno de los aspectos por los cuales se diferencia la ren-

dici6n de fianza de las excepciones dilatorias es que las ex-

cepciones deben oponerse antes de contestar la demanda y den-

tro del t~rmino seftalado para tal efecto, caso contrario el 

juez las rechazá de oficio y sin trámite alguno. En cambio -

la petició.n del demandado para que el actor rinda fianza debe 

hacerla al contestar la demanda. 

La contestaci6n de la demanda tiene en el juicio tanta -

importancia como la pretensi6n formulada por el demandante, 

pues constituye la respuesta que el demandado hace a la peti-

ci6n del actor, con ella se entabla la relaci6n jurídica pr~ 

cesal, se fijan los extremos sobre los que versará la pruebá 

del demandado, ya en esa etapa del proceso se pueden tener --

ciertas proyecciones sobre cual será el resultado del mismo. 

La contestaci6n puede ser simple o reconvencional;simple cuan-

do se hace en relaci6n a las cuestiones planteadas por el de 

mandante y reconvencional cuando con su contestaci6n formula 
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lo que se le llama mutua petición, o sea que plantea una nue­

va controversia que puede tener o no relación con lo demanda 

do por el actor, la cual es considerada una contrademanda por 

lo que el actor adquiere a la vez la calidad de demandado y _ 

el demandado originalmente, se convierte también en demandan­

te, el actor que con la contra demanda ha adquirido la cali -­

dad de demandado, puede pedir al contestar la contrademanda -

planteada contra él, que el demandado originalmente rinda fi~n 

za, pues al haber planteado su contrademanda adquiere la cali 

dad de actor. 

Por otra parte la obligación de rendir fianza por parte 

del demandado, produce los siguientes efectos: 

A) Tiene el juez que resolver sobre dicha petición, or 

denándola o declarándola sin lugar, ya sea porque se pide fue 

ra de tiempo o bien porque es improcedente por ministerio de 

ley. 

E) Pero en caso de que el juez resuelva ha lugar la pet~ 

ción de que se rinda fianza, el actor esta obligado a satisfa 

cerla una vez se de por notificado de la resolución que J.e or 

den a rendirla. 

Por otra parte, es de importancia sefialar que el actor -
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puede sustituir la fianza, consignando la suma mandada a afian 

zar o lograr la absolución de la fianza, demostrando poseer en 

el Estado bienes raíces suficientes para cubrir el monto de la 

cantidad a afianzar, con lo cual también habra satisfecho la -

obligación de garantizar las resultas del juicio. 

En ·cuanto al plazo que tiene el actor para rendir la fian 

za nuestra legislación procesal civil, no regula en forma ex-­

presa un término estipulado para que el actor rinda fianza. No 

obstante en el anteproyecto del código procesa l civil en su ar 

tículo 223 inciso segundo establece "ej ecutoriado el auto aue 

fi4a la cuantía de la fianza, ésta neberá ser rendida por el -

actor n en tro de los s ei s día s s igui en te s, so pena de declarar se , 

aun ne oficio, la deserción del 4uicio si no se rindiese den-

tro nel término indicado o si se desestimare la fianza rendida 

en tiempo, en la sentencia respectiva." 

Al hablar de los criterios para establecer la cuantía de la 

fianza,el monto que el juez le ordena rendir al demandante en 

calidad de fianza, atiende dos criterios ocircunstancias que 

son: una que hace relacion respecto a las personas que inter 

vienen en el proceso; y l a otra, que ve el inter és que se li-

tiga. 

En cuanto a la primera de ellas si bien es cierto que la 
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ley no nistingue en que consisten "las circunstancias de las 

personas" estas se entiende aue son las aue el luez neberá 

tomar en cuenta; tales como la situación económica del actor 

a fin de que este pueda rendir la fianza, por otro lado se -

cree aue también comprenden la fama, crédito comercial y el­

parentezco aue puede existir entre las partes. este último -

de mucha importancia para la fijación de la cuantía ne la fian 

za. 

El segundo criterio, hace relación ala naturaleza de la 

acción, vale necir a la clase de luicio aue se ventila. ya aue 

algunos son ne valor determinado, otros de valor indetermina­

do y otros determinables, por lo que el juez neberá tomar en­

¿uenta el valor que se litiga visto en la clase ne juicio aue 

se promueve para fijar el monto de la fianza. 

Por otra parte la resolución del juez aue ordena la fian 

za es una providencia judicial de las llamadas autos o sen-­

tencias interlocutorias. 

El juez ordena dicha rendición con sólo el pedimento de 

la parte demandada, hecha al contestar la demanda. siempre y 

cuando el actor no sea uno ne los aue no están abliqados aren 

dirla y mientras no haya sido declarado rebelde, puesto aue -

si se le ha declarado como tal, la demanda se tiene por contes 



33 

tada neqativamente y se sigue el juicio en rebeldia. 

Como ya hemos mencionado, para Que se declare la rebel ­

dia debe ser solicitada por el actor puesto que de no ser -

asi puede el demandado comparecer al luicio aun después de 

transcurrido el término para la contestación de la demanda y 

consecuentemente pedir que el actor rinda fianza de costas da 

ños y perjuicios, si no ha precluido la oportunidad para ha ­

cerlo, esto se considera que debe hacerse asi porque con ello 

se le da cumplimiento al principio de contradicción y se pr~ 

sume además un interés por parte del actor en Que se entable 

la relación jurídica procesal, ya que no hace uso del derecho 

procesal de pedir la declaratoria de rebeldia y poder asi co­

nocer la defensa que su contraparte en un tiempo propicio, p~ 

ra poder desvirtuarla, pues de lo contrario bien puede el de 

mandado interrumpir la rebeldia en cualquier instancia del 

proceso antes de el término probatorio e interponer pruebas -

Que talvez en ese momento ya no pueda desviartuar el actor. 

Finalmente dejemos aqui enunciado que la sentencia in -

terlocutoria que resuelve el incidente de fianza admite apel~ 

ción. 
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2.2 ACTORES QUE POR MINISTERIO DE LEY NO ESTAN OBLIGADOS 

A RENDIR FIANZA, Y ABSOLUCION DEL DEMANDANTE DE LA _ 

OBLIGACION DE RENDIRLA. 

Por regla aeneral todo demandante puede ser obligan o a 

rendir fianza a fin de qarantizarle el demandado el paqo de 

las costas daños y perjuicios en que pueda ser condenan o en 

virtud de la acción incoada contra él. No obstante sabemos 

que toda real a general admite excepción y en el caso en estu­

nio no están obliaados a rendir la fianza de costas daños y ~ 

periuicios los siguientes actores: 

1~ EL QUE FUERE POBRE DE SOLEMNIDAD P~OBADA. 

Nuestra legislación ha querido proteger en buena medida 

a las personas de escasos recursos económicos, pues en toda 

la historia de la humanidad aparece la niferencia de ~ecursos 

económicos entre los ~iembros ne un conglomerado social, por 

tanto con el propósito de que en algún mom e nto nado no se a­

firme de que el hecho de que la justicia haya de ser un serv~ 

cio retribuido por los litiqant es sin exce pción alguna y en -

consecuencia haria a unos de peor condición que otros al de-

pender de la posición económica de una de las partes la posi­

bilidad de que los tribunales haqan justicia, la lay ha cons­

tituido el llamado "BENEFICIO DE POBREZA". el cual es consedi 

do a solicitud ne parte interesana, auien nebe presentar por 



35 

escrito su solicitud ante el juez de primera instancia de su 

domicilio a fin de obtener que se le dec l are acreedor a ta l 

beneficio. 

De acuerdo con el arto 9"3 pr. " se repután pobres los que 

no disfruten de una renta o emolumento que pase de cuatrocien 

tos colones anuales o que no ganen con su profes i ón, arte, ¡-

industria u oficio más de aquella cantidad al año". 

Es de mucha importancia señalar que dicha disposición ya 

resulta obsoleta en nuestros tiempo~ pues narle una aplica - -

ción literal nos llevar i a al resultado de que nadie podría -

obtener el beneficio de pobreza ya que si dividimos dicha can 

tidad entre los meses del año. tendríamos que afirmar que bas 

ta un ingreso de treinta y tres colones con cincuenta centavos 

mensuales para que una persona ya no pueda aspirar obtener -

el beneficio de pobreza y en consecuencia tendría entonces que 

abandonar su acci6n intentada, puesto que al no rendir la fian 

za de costas daños y perjuicios puede el demandado pedir se -

declare la deserci6n de la acci6n . 

Si se obliga a rendir fianza a los "Pobres de solemnidad " 

éstos al verse imposibilitados de poder satisfacer l a,no podrían 

hacer valer sus derechos. pues dada la idiosincracia humana lo 

más probable es de que se enfrentarían ante" la imposibilidad -
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de encontrar una persona que este dispuesta a ser su fiador,­

sobre todo por no o f r ece r qarantía alguna ante el evento inci 

erto nel juicio, quenando asi expuestos a perder sus derechos 

al no poder rendir la fianza. 

Otros aspectos que tienen una importante incidencia en el 

procedimiento y constituyen efectos del beneficio de pobreza -

son los siquientes: 

al El beneficio de pobreza consiste en el derecho ne li­

tigar en papel común y no estar obligado a rendir fianza. arto 

1291 Y 18 pro 

bl Deben probar con audienciade la · parte contraria y del 

representante del fisco o del sindico municipal donde no lo -

haya. que su renta o emolumentos anuales no exceden de cuatro 

cientos colones. 

el La sentencia que declara el beneficio de pobreza. de­

termina el litigio para que se concede y no puede hacerse ex­

tensivo a otros litigios~ 

dl El pobre de solemnidad declarado como tal y que qanare 

el juicio, estará obligado a reintegrar el valor del papel in­

vertido. arto 1 2 literal "e" de la ley de papel sellado y tim-
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bres. 

20. -EL ACTOR EN JUICIO EJECUTIVO. 

El fundamento a dicha exoneración está sin duda alquna 

en el hecho de que en los juicios ejecutivos no existe una 

controversia propiamente dicha. pues aparece plenamente pro-

bada lo que se reclama con el instrumento que por ley tiene-

fuerza ~ecutiva. Es decir que el actor en esta clase de jui 

cio su nerecho lo ti e ne previamente preestablecido antes -

de interponer su demanda y con dicho instrumento solo persi-

que el cumplimiento forzado de "la obligación insatisfecha;e~ 

ta clase de juicio es ni más ni menos "un procedimiento que 

se emplea a instancia del acreedor contra su deudor moroso, -

para exiqirl e breve y sumariamente el pago de la cantidad li 

quida que le debe de plazQ. vencido y en virtud de documento 

indubitable" (13). 

Seqún el arto S8fi pr.juicio ejecutivo es aquel en que un 

acreedor con título legal, persigue a su deudor moroso. o el -

en que se pide el cumplimiento de una obligación por instrum~n 

to que según la ley ti e ne fuerza bastante para tal efecto". 

Se entiende por titulo ejecuti vo "un a declaración a utori 

taria (judi cia l o administrati va ) o contractual, que da cuen-

(13) MANRESA. Citado por Rafael Veloso Chávez "Manual del juicio ejecuti­
vo "Editorial Nacimiento". Chile 1948 páq. No. 19. 
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ta de la ex ist enc ia de la obligación, y que va a servir de an 

tecedente n ecesario e inmediato para su ejecución forzada"(14) 

Seg6n prescribe el arto SR7 pro los instrumentos que traen 

aparejada ejecución son: 

a) Los instrumentos p6blicos. 

b) Los aut~nticos. 

c) El reconocimiento. 

d) La sentencia. 

30. -EL QUE SOLICITA OBTENER EL BENEFICIO DE POBREZA. 

El primer caso que la l ey señala como caso de exoneración 

al rendimiento ne la fianza es al pobre de solemnidad probada, 

vemos aqui que tambi~n esta exc luyendo al que solicitare obte-

ner tal beneficio previendo que la persona que lo so licita ca-

rece de los medios necesarios para poder rendir la fianza. 

No es admitido solicitar el beneficio de pobreza para los 

juicios verbales, ni puede hacerse extensivo para los actos de 

car "tulación . 

La declaratoria de pobreza se extiende a l interesado por 

medio de certificación en papel común. 

(14)V~1~s~-chá~;'~ Rafae l . Obra citada pág. 26 Y 27 . 
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En caso de que la resolución a la solicitud de obtención 

de tal beneficio sea negativa, no pasará en autoridad de cosa 

juzgada y podrá por lo tanto solicitarse nuevamente el benefi 

cio siempre que convenga. 

40. -EL QUE DEMANDA CON BASE A LEYES LABORALES, DE SEGURI 

DAD O PREVISIQN SOCIAL. 

La seguridad y previsión social se encuentran requladas 

en forma qeneral por el Código de Trabajo y muchos de sus 

principios han sido retomados y desarrollados por la ley del 

seguro social y sus reglamentos de aplicación. 

Doctrinariamente sabemos que el derecho laboral es una -

rama del derecho social, vale decir que no es público ni pri­

vado, no obstante se vale de ambos para la regulación de sus 

disposiciones, en consecuencia la legislación laboral no debe 

ser interpretada con la misma riqidez que las normas de dere­

cho privado y muestra de ello es que se ha creado una juris­

dicción especial que conoce de esta rama del derecho, pues se 

considera que la legislación laboral. necesita aplicaciones 

prácticas y de soluciones rápidas y eficaces, contrario a l de 

recho privado que suele llevar a cabo procedimientos lentos,-

complicados y costosos. En tal sentido, el procedimiento j~ 

dicial para darle solución a los conflictos laborales esta ba 

sado en principios de economía procesal, permite el papel co-
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mún a fin de no gravar el bolsillo de los trabajadores que son 

los que por regla qeneral hacen uso de esta iurisdicción espe­

cial. 

El fundamento obj e tivo que sin duda a lguna el legislador 

tuvo en mente para excluir de la obligación de rendir fianza 

a los que demandan en base a ley es laborales, de seguridad 0-

previsión social es porque ellos lo que reclaman es su sala-­

rio, provenient e de su fuerza de trabajo y d e más prestaciones 

sociales que son inherentes al mismo y que les sirven para s~b 

sistir, por otro lado su contraparte, o sea el patrono contra 

quien dirige su pretensión se encuentra en mejor posición ec~ 

nómica, por lo tanto, inexcusablemente es lusto e l hecho de 

que no se les obligue a rendir fianza, pues de lo contrario -

ésta seria indudablemente un obstáculo para que los trabajad~ 

res pudieran hacer valer sus derechos. 

50.-EL QUE DEMANDA ALIMENTOS . 

Se entiende por alimentos no sólo e l sustento diario,aino 

también el vestuario, habitación, la enseñanza primaria y la -

de alguna profesión u oficio. 

Definitivamente l a familia constituye un elemento de mu­

cha importancia para la sociedad y es afán del Estado e l prot~ 

qerla y fomentarla, pues protegiendo los intereses de la fami-
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lia, res~uarda los intereses de la sociedad y por ende del Es­

tado mismo. 

Dentro de la familia existen reciprocamente entre sus 

miembros derechos y obligaciones, de los cuales sin lugar a 

dudas uno de los derechos más importantes es el de alimentos. 

El Que pretende ex igir alimentos debe reunir ciertos re­

Quisitos, asi como deben de incurrir circvnstancias determina 

das e n la persona de Quien se le solicitarán dichos alimentos. 

De acuerdo con el arto 338 C. se deben alimentos: 

a) Al conyuge. 

b) A los descendientes legítimos e ilegítimos respecto de la 

madre y ala post er idad leqitíma de estos. 

c) A los ascendientes legítimos y a la madre iletima. 

d) A los hijos naturales y a su posterinad leQítima. 

e) Al padre natural. 

f) A los hermanos ilegítimos uterinos. 

g) Al que hizo una donación cuantiosa si no hubiese sido res 

cindida o r evocada . 

Los alimentos se clasifican así: 

a) En legales o forzosos y voluntarios. los primeros son 

por ley y se subdividen en cóngruos y necesarios. los segundos 
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provienen de un acuerdo entre las partes o bien ne la volun­

tad unilateral del alimentanie. 

b) En provisionales o provisorios y definitivos, los pri 

meros los ordena el juez, mientras se resuelve la obligación 

de prestar o no los alimentos simpre y cuando se aporte un -

fundamento que sea razonable. 

Los definitivos son establecidos por la sentencia que or 

nena a pagarlos y reemplazar a los alimentos provisionales si 

los hubiere. 

Ahora bien, si de la sentencia resulta Que se absuelve -

al demandado de la obligación ne pagar los alimentos, debe el 

demandante restituir los alimentos provisorios que haya reci 

bido, a no ser que pruebe haber interpuesto de buena fe su de 

manda. 

En conclusión podemos decir que a estos actores no se les 

obliga a rendir fianza. puesto que si reclaman alimentos es 

porque carecen de lo necesario para subsistir por si mismos. 
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6o~ AQUEL O AQUELLOS A QUIENES REPRESENTA EN JUICIO EL -

PROCURADOR GENERAL DE POBRES, POR SI O POR MEDIO DE 

SUS AGENTES AUXILIARES. 

El Procurador General de la República, lunto con el Fis­

cal General de la República ejercen el Ministerio Público. 

De acuerdo con el arto 191 cn. al Procurador General ne 

la República ya no se le llamará Procurador General de Pobres, 

sino simplemente Procurador General de la República ya que dicho 

calificativo restringe la aplicación que la Constitución de -

la república otorga a tal funcionario. 

Entre las atribuciones de mayor importancia que le corr~s 

ponden al Procurador General de la República se encuentran: 

al Velar poi los intereses de la familia y de las perso­

nas e intereses de los menores y demás incapaces. 

bl Brindar asistencia lurídica a las personas de escasos 

recursos económicos y representarlos judicialmente en la de-­

fensa de sus derechos tales como la libertad individual y sus 

derechos laborales. 

Por tanto exigir la rendición de la fianza a aquellas p~r 

sanas que son representadas por el procurador qeneral de la Re 
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ci6n a los principios iuridicos antes expuestos, asi como a -

los principios de orden econ6mico y hasta éticos los cuales 

fundamentan y lustifican la existencia de dicha instituci6n del 

Ministerio P6blico. 

7 - También están exonerados de dicha obligaci6n, las p~r 

sanas luridicas que por ministerio de ley qozan del beneficio 

de pobreza sin necesidad de que se declare previamente que g~ 

zan ne tal beneficio, como son las entidades enumeradas en el 

arto 958 pro que a continuaci6n se detallan: 

a) La Hacienda Pública. 

b) Las Municipalidades. 

c) Los establecimientos públicos de cualquier clase y de 

nominaci6n, costeados por el tesoro. y 

d) Los establecimientos de beneficencia o caridad. 

Forman la hacienda pública, sus fondos y valores liquidas, 

sus créditos activos, sus bienes muebles y raices;los derechos 

derivados de la aplicaci6n de las leyes relativas a impuestos tasa y 

demás contribuciones asi como las que por cualquier otro titulo 

le correspondan. 

Las municipalidades, cuya personeria juridica les está da 

da por la Consti tuci6n, estan conformadas por la pOblaci6n el -
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territorio y por los atributos de poder público aue se les na 

por ministerio de ley, los cuales les permiten emitir dentro 

ne su jurisdicción, las llamadas ordenanzas municipales las 

que son ne común y aeneral aplicación dentro del municipio~con 

el propósito de tutelar los intereses colectivos, protegienno 

asi el patrimonio nel conglomerado. 

Además cuentan con su propio patrimonio y son capaces de 

ejercer derechos y contraer obligaciones. 

Los establecimientos públicos costeados por el tesoro. 

Son entidades aue cuentan con el apoyo del Estado, no obstan-

te que cuentan con su propio patrimonio están destinan as a -

la realización de actividades de interés público. 

La doctrina les atribuye las siguientes características: 

a) Son creados por ley. 

b) Están destinados a realizar actividades de interés p~ 

blico. 

c) Cuentán con personalidad jurídica propia. 

d) Son vigilanos por los organismos de control del Esta­

no, a fin de que cumplan con el propósito para el 

cual fueron creados. 

Por tanto es lógico'que a los organismos antes menciona-
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dos la ley los erima de la obligación de rendir fianza pues -

al igual que las otras instituciones del Estado, cuentan con 

todo el respaldo económico de parte ne este; el cual cuenta -

con un patrimonio ilimitado y por ende no existe un ente en ca 

pacidad de poder fiarlo. 

En cuanto a los establecimientos de beneficencia o de ca 

ridad. se les concede una serie de prerroqativas, pues el Es­

tado considera que debe fomentar este tipo ne entidades, ya -

que la cooperación que estas prestán a los particulares es de 

importancia. y más todavia porque muchas de las actividades 

que realizan. son por ministerio de ley obligación del Estado 

proveerlas a sus miembros. tales como. la salud, educación. 

etc. 

~. LAS INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS DEL ESTADO. 

Generalmente la exoneración de la ob l igación ne rendir -

fianza para estas instituciones. esta dada por su ley consti­

tutiva, las cuales les otorgan el beneficio de pobreza sin ne 

cesidad de previa declaratoria. 

Las instituciones descentralizadas tales como los entes 

autónomos del Estado, gozan de independencia en la realización 

del servicio público y cuentan con patrimonio propio que sir ­

ve de base para su autonomía y son creados atendiendo el cri-
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terio oe que estos entes nesarrollan en forma técnica el ser­

vicio público para el que se crean. Por regla general su ley 

orqánica los exonera expresamente de la obligación ne rennir 

fianza y les faculta a usar papel común en los juicios que -

interviene n. 

qo_ FINALMENTE, ENUNCIAMOS A LOS ACTORES QUE TAMBIEN ES­

TAN EXENTOS DE RENDIR FIANZA, POR EL HECHO DE INTER­

PONER SUS DEMANDAS EN BASE A LEYES ESPECIALES. 

Entre las razones por las cuales se exime a estos actores 

de la obligación ne rendir la fianza de costas daños y per4ui­

cios,podemos mencionar e l hecho de que los procedimientos que 

estas leyes especiales señalan en sus materias son lo más bre 

ve posible corno sencillos; con el propósito de qarantizar la 

eficacia ne las acciones que dan origen al proceso que se lle 

va a cabo y por que también buscan restablecer el equilibrio 

de las relaciones económicas o sociales entre las distintas 

clases de sujetos que pueden intervenir en estos juicios, ta­

les corno los procedimientos señalados en la ley especial so-­

bre accidentes oe tránsito y en la ley ne inquilinato. 

Por otra parte, en cuanto a la absolución del demandante 

de la obligación de rendir fianza, sabernos que por reqla gene 



48 

ral la petici6n de rendici6n de fianza, trae corno consecuencia 

para el actor la obligaci6n de rendirla, ya que de no hacerlo 

hasta se le puede declarar desierta la acci6n intentada,sin e~ 

bargo sabernos que toda regla general admite una o varias exceE 

ciones y el caso aqui planteado se enmarca en ese contexto, 

puesto que uno de los casos por los cuales el actor queda exe~ 

to de la obligaci6n de rendir fianza es obteniendo la obsoluci6n 

de dicha obligaci6n por medio de resoluci6n del juez. 

Veamos cuales son los casos en que la ley absuelve al ac 

tor ne la obligaci6n de rendir fianza: 

a) Consiqnando la cantidad ordenda afianzar, puesto ~e 

resulta una garantía más práctica y eficaz ne que se cumplirá 

con la obligaci6n ne pagar las resultas del juicio. 

b) Comprobando sumariamente, poseer en el Estado bienes­

raíces. suficientes para cubrir la cantidad mandada a afian~-

zar, para lo cual debera 

traria. 

corrersele audiencia a la parte con 

En el primero de los casos que se plantean, para poder o~ 

tener la obsoluci6n que nos ocupa, puede consiqnarse la canti-

dad man dad a afianzar, nepositando el valor en efectivo o por 

medio de cheque certificado a la orden del juzqado. 
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Para el segundo ne los casos el actor debe presentar un 

escrito al luez en donde le solicite se le absuelva de la 0-

bligación de rendir fianza por el hecho de poseer bienes raí-

ces suficientes para cubrir la cantidad ordenada a afianzar,-

solicitud que debe presentar dentro de los seis nías inmediatos 

a la fecha en que queda eiecutoriada la resolución que estable 

ce la cuantia de l a fianza. De dicha solicitud no se manda a 

oir al nemandado y tampoco se le corre traslado, ya que el --

juez emite un decreto ne sustanciación en donde ordena se re-

ciba la prueba en el término de ocho días y hasta entonces se 

hará citación a la parte contraria. El actor deberá presen--

tar los instrumentos pertinentes que comprueben su calidad de 

propietario y poseedor de bienes raíces situados dentro de el 

Estado y solicitar además que dichos bienes sean valuados por 

peritos a fin de que quede comprobado que el valor de los mismos 

es más que suficiente para qarantizar el paqo de las costas,-

daños y perjuicios en caso de que resulte vencido en el iui-

cia. 

El nemandante no está en éste caso obligado a probar ~e 

los inmuebles ne los cuales es dueño y poseedor, estén libres 

de todo gravamen. puesto que la le y los presume corno tales --

mientras no se pruebe lo contrario por lo que en caso de que 

dichos bienes esten sujetos a qravamen o responsabilidad, de 

bera ser l a parte contraria la que pruebe tales circunstancias. 
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De acuerdo con el arto 19 inciso tercero pro los bienes 

~e posea el actor además ne estar libres de todo gravamen -

también deben ne estarlo de responsabilidad, entendemos como 

esta última que no esten suietos a condiciones resolutorias, 

que de cumplirse impliquen que su dueño, en este caso el ac­

tor pueda peider el derecho de dominio sobre ellos, tales co 

mo ser sujetos de litigio, pactos ne retroventa, embargos.e~ . 

Llegado el término de ocho días, el iuez emitirá resolu­

ción en donde absolverá o no al demandante ne la obliqación -

de rendir fianza; la resolución que se emite tiene el carácter 

de sentencia nefinitiva porque pone fin 

que se procedio sumariamente. 

a un incidente en --

De proceder la absolución para el actor. el proceso debe 

continuar su curso normal y de ser negativa la resolución a -

lo solicitado por el actor no tendrá éste más opción que con­

signar la cantidad mandada a fianzar, pues --- el término pa­

ra rendir la fianza habría precluido. 

De acuerdo con el arto 20R7 C. la fianza puede ser conve~ 

cional. leg al o iuducial. La fianza de costas daños y periui-

cios es de tipo judicial ya que es exiqida por el juez. 

Hemos visto según el arto 19 pro que solamente en dos ca-
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sos puede el demandante quedar absuelto de la obligación de _ 

rendir fianza, ya sea que consiqne la cantidad mandada a afian 

7.ar o bien que pruebe sumariamente poseer en el Estado bienes 

raíces cuyo valor es suficiente para qarantizarle al demanda-

do el pago de las costas daños y periuicios. Sin embargo de 

acuerdo con el arto 2088 inc. 20. C. "Si la fianza es exigi-

da por ley o decreto de juez puede sustituirse a ella una pr~n 

na o hipoteca suficiente". cosa que no está comprendida en la 

requlación que expresamente hace la ley procesal civil para -

la fianza de costas daños y periuicioSi que en caso de haber­

se incluido las posibilidades de sustituir la fianza según lo 

prescribe el arto 2088 inc. 20. C. seria más amplia la cober­

tura legal para poder ~edar absuelto de la obligación de re~ 

dir fianza, sobre todo por la posibilidad de constituir pren­

da, lo cual resultaria un tanto más fácil ne poder ser otorg~ 

da por la persona del actor. 

2.3 APROBACION O IMPROBACION DE LA FIANZA Y RECURSO QUE 

SE PUEDE INTERPONER. 

El inc. tercero del art. 19 pr. establece "presentada la 

fianza. s e oirá dentro de tercero nía a la parte contraria y­

se abrirá a prueba el incidente por ocho nías, si fuere nece­

sario. aprobándola o no nentro ne los tres días siguientes". 
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El hecho de que se abra a pruebas o no el incidente ne _ 

fianza, parece ser que en la práctica ha creado ciertas con fu 

siones, pues alqunos consideran que si el reo no aduce nada -

al corrérsele la correspondiente audiencia, el demannante no 

está obligado a probar nada, siendo en consecuencia proceden­

te la aprobación ne la fianza, ya que la disposición anterio~ 

mente citana estab l ece que la apertura a pruebas se hace si -

fuere necesario. 

El hecho ne que el demandado . tácitamente se conforme con 

la fianza presentada, asi como cuando e l actor consiqna la su 

ma mandada a afianzar, consideramos que son los únicos dos ca 

sos en los cuales no es necesario abrir el incidente ne fian -

za a pruebas. 

Finalmente es de importancia señalar que la resolución -

que aprueba o no l a fianza es apelable en ambos efectos cuan­

do se dicta en favor de la parte nemandada y lo es sólo en el 

efecto devolutivo cuando se dicta a favor nel actor. 

En cuanto a los recursos que se pueden int erponer durante 

el incioente de fianza, sabemos que en materia procesal exiten 

una serie n e recursos de los cuales disponen las partes en con 

flicto, cuando consideran haber recibido aqravio por la resolu 

ción ludicial. 
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Los recursos suelen clasificarse en dos grandes grupos 

los ordiarios y los extraordinarios¡ a su vez los ordinarios _ 

se clasifican en: los que resuelve elmismo 4uez, tales comorm~ 

tación o revocación, el de explicación y reformar y por otra -

parte los que resuelven tribunales superiores tales como el -

de revisión, apelación y el recurso de hecho. Los e 'xtraordina-

rios se subdividen 
, 

aSl: el recurso ne queja por retardación ne 

iusticia, de queia por atentado) el de recusación~ el de casa-

ción y el de incompetencia. 

Por otra parte, además de la división antes enunciada~ 

existen los recursos llamados suigeneris como el de revisión -

en la eiecución ne la sentencia y los especiales, que ' es como 

se les llama a los recursos Constitucionales q.ue son: el recur 

so ne amparo, el de inconstitucionalidad y el de exhibición 

personal o habeas corpus. 

El recurso que se puede interponer durante el incidente -

de fianza es el recurso ordinario de apelación~ el cual puede 

interponerse durante varias secuelas nel incidente y por varios 

motivos, los cuales se detallan a continuación: a) De la reso-

lución que manda a qarantizar las resultas del iuicio dé ~ acuer 

do con el arto 985. númeral 11 Pro 

b) De la resolución que aprueba la fianza rendida por el 

demandante con base en el arto q8~ númeral 10 Pro 
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c) De la sentencia que absuelve al demandante de la obli 

gación de rendir fianza, arto 984 lnc. 30. Pro 

d) De la sentencia que declara sin lugar la absolución _ 

del actor, de la obligación de rendir fianza, de acuerdo con 

el arto 984 lnc. 30. Pro 

e) De la resolución que aprueba la fianza rendida por el 

demandante. arto 985 numeral 10 Pro 

De los cinco casos antes señalados, en lo que respecta ~ 

lo planteado en los literales "e" y "D", no se regula en nues­

tro código procesal civil, ninguna disposición ' que establezca 

expresamente que la resoluci6n por la que se declara absuelto 

o no al actor de la obligación de rendir fianza sea apelable, 

sin embargo en vista de que el procedimiento que se sigue pa ­

ra ese fin es el demoninado sumariamente o con conocimiento -

de causa, regulado en el arto 979 Pro según lo establece el -

arto 19 Pro en la parte final de su primer inciso; lo que si~ 

nifica que cuando se absuelve al demandante de la obligación 

de rendir fianza o se declara sin lugar su solicitud, la provi 

dencia judicial que resuelve este punto es apelable en ambos­

efectos no importando la parte que interponga el recurso ,pues 

éste podrá ser interpuesto por el demandante o el demandado -

según sea lo resuelto en dicha providencia, la cual tiene la 

calidad de sentencia definitiva. 
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2.4 FORMAS DE HACER EFECTIVA Y FORMAS DE EXTINCION DE LA FIANZA 

DE COSTAS, DANos y PERJUICIOS. 

El medio para la obtención nel pago de las costas o la 

satisfacción ne los daños y perluicios , es la via ejecutiva, 

salvo que el neudor o e~ fiador en su caso, est~n anuentes a -

hacer dicho reembolso. Tanto la eiecutoria ne la sentencia en 

donde se condene al pago ne las costas naños y perluicios, así 

como las planillas de costas nebidamente visadas por e l lUe7..­

constituye el título eiecutivo para el cobro ne las resultas -

del l uicio. 

En la práctica casi siempre es al deudor principal a quien 

se le reclama ludicialmente el pago de las costas o de los daños 

y perluicios pero ~sto no quiere decir que la fianza no sea una 

garantía idónea para el demandado, pues no se permite en este-

caso la exclusión de bienes . la única limitante es que el fia-

nor tiene limitada su responsabilidad a la suma que se determi 

nó afianzar, por tanto en caso de que la cuantía ne la condena 

sea mayor, el demandado se ve obligado a obtener la cantidad -

insoluta de parte del actor. 

Por otra parte, en cuanto a las formas de extinción de la 

fianza en estudio, ~sta se pronuce en los casos siquientes: 
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a) Cuando es el demandado el que 

en el juicio, ya sea cuando no prueba su excepción o que, no-

oponiendo ninguna fuere condenado en lo principal y cuando ha-

biendo sido declarado contumaz se pronunciare contra él la --

sentencia. arto 439 Pro 

b) Por terminación anormal nel proceso, como por elemplo-

si se produce la transacción, el desistimiento y la caducidad-

de la acción, pues de pronucirse estas circunstancias no hay -

obligación ne parte del actor al reembolso de los gastos del -

proceso y por consiguiente tampoco existe razón para que la - -

fianza se mantenga. 

c) Por haberse hecho efectiva la fianza, o sea por extin -

ción ne la obligación del fiador que se comprometió a garanti -

'7. a r accesor iamen te el pago de las resultas del luicio. 

n) Por extinción de la obligación del demandante que fue-

condenado en el luicio al pago de las costas naños y perluicios r 

pues desaparecida dicha obligación, desaparece la obligación -

accesoria del fiador y consecuentemente la fianza de costas, da 

ños y p e rjuicios. 

3. LA RENDICION DE FIANZA COMO MEDIO PARA GARANTIZAR LAS RE-

SULTAS DEL JUICIO. 

Antes de hacer consideraciones en relación a este tema es 

de importancia señalar que cuando se dice que la rendición ne 

la fianza de costas, daños y perjuicios se hace con el prqpósito de 
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garantizar las resultas del iuicio, ésto no significa que se _ 

está garantizando el pago o el cumplimiento ne el objeto ne la 

litis, es decir el motivo principal por el cual se va a niluci 

nar la controversia de las partes ante el órgano jurisdiccional. 

Según el arto IR pro el objeto o finalidad de la fianza -

que nos ocupa es que el actor le garantice al demandado el pago 

de las costas daños y periuicios en que pueda ser condenado. 

quedando obligado a rendirla con el pedimento del demandado he 

cho ~ contestar la demanda. 

Hoy día ciertamente son muchos los comentarios no favora­

bles en torno a la existencia de la fianza de costas daños y -

perjuicios: sin embargo su regulación en nuestra legislación 

civil está vigente y es aplicable en la práctica iudicial. 

Por otra parte es de importancia señalar que si bien es -

cierto que la figura de dicha fianza es criticable desde varios 

puntos de vista,ésto no corresponde e n forma directa a la reau­

lación legal aue tiene la misma, sino más bien a la aplicación 

o utilización que de ella se hace en la práctica, no ne parte­

del Organo Judicial, pues su regulación ya está dada, sino por 

parte de los litigantes. que han encontrado en la mencionada -

fianza , medios utilizablffi con fines dilatorios o mal intencio-

nadas aue buscan maliciosamente sacar ventaias con la interpo-
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sición ne la fianza ne costas daños y periuicios~ pues tambien 

es cierto que el propósito de el leqislador para instituir la 

referida fianza tuvo un espíritu aceptable, como es el de ga-­

rantizar al nemandado el pago de las costas en que incurra en 

el luicio y los naños y perjuicios aue con ocasión del proceso 

se le causen, por la interposición de una pretensión infundada 

o maliciosa de parte del demandante. a la cual el deman~ado se 

ve obliqado a defenderse. 

4. LA RENDICION DE FIANZA COMO MEDIO PARA DILATAR EL PROCESO 

El hecho de que el demandado pida que el actor rinda fian 

za a estar a las resultas oel luicio pretendienno nilatar el -

proceso es quizá uno de los problemas prácticos que mayor viven 

cia tiene en el ámbito judicial, pues como ya hemos visto, al-

pedir el reo que el actor rinda fianza se abre la posibilidad 

de que el proceso se dilate por mayor tiempo del que normalme~ 

te se desarrollaría, pues tal como lo prescribe el arto 19 inc. 

30. y 40. pro "presentada la fianza,se oirá dentro de tercero -

nía a la parte contraria y se abrirá a prueba el incidente por 

ocho días si fuese necesario. aprobándola o no dentro de los 

tres días siquientes. 

El iuez suspenderá el luicio hasta que esté aprobada la -

fianza o absuelto el demandante de la obligación de darla". Co 
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mo podemos ver, ~e acuerdo con el primer inciso transcrito ~ __ 

habrá tres términos a cumplirse una vez sea presentada la 

fianza, dos ne tres dias, así: uno al comien~o y el otro al fi 

nal nel incidente y uno por ocho días Que comprende el término 

probatorio, los cuales deben sumarse a los seis días que tiene 

el actor para rennir fianza y si agregamos el supuesto de que­

transcurridos los ocho días del término probatorio correspon-­

niente al incidente, en los tres días siguientes que la ley se 

ñala se determina que no se aprueba la fianza presentada y por 

ende se declara la deserción, el .actor todavía podrá dentro -

ne tercero ~ía, contado desde el siquiente al de la notifica-­

ción ~e la declaratoria de deserción, siempre y cuandoconside 

re Que desertó por causa leqítima, pedir que se le reciba pru~ 

ba sobre dicha causa, el luez nará traslado por tres días a la 

parte contraria y con lo que conteste o en su rebeldía, recibi 

rá a prueba el artículo por ocho días con todos cargos y venc! 

~os nictará la resolución que convenga dentro de los tres días 

siquientes sin otro procedimiento. arto s38 Pro 

Por otra parte si fuere probado el impedimento nel neman-

~ante para asistir al luicio principal, el luez le concenerá-

un término más, el cual será perentorio por un lapso que crea-

conveniente, pero sin que exceda del que la ley concede para 

la contestación de la demanda a fin de que comparezca a conti 

nuar con su acción. arto S39 Pro 
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De suceder lo establecido en el arto ~39 Pro en el caso -

que s e declar a r e la des e rci6n por no haber rendido una fianza-

eficaz nos preguntamos qué pasaría con la aplicaci6n de la parte-

del artículo transcrito cuando establece " a fin de que com-

parezca a continuar con su acci6n". pues parecería que podrá -

el actor entonces continuar con su acci6n sin rendir la fianza 

que con anterioridad se le orden 6 rendir. Seqún nuestro enten­

der el actor en este caso le quedaría como único recurso para 

la continuidad del proceso, consiqnar la cantidad mandada a 

afianzar. 

Tal como podemos ver, con todos los términos que la ley -

concede no s610 para el incidente de fianza 

más que pueden derivarse una vez interpuesta 

sino todos los de 

la petici6n de 

rendir la fianza, claramente se puede apreciar cuánto puede ser 

dilatado el proceso entre las etapas de contestaci6n de la de­

manda y el término probatorio, con incidentes como el de la 

fianza de c~stas daños y perluicios. 

El problema real que conlleva el incidente de fianza en -

el sentido de dilatar el proceso es que en nuestro medio los -

términos procesales se dice que s610 son aplicables a las partes 

pero no p 2r a el luez, pues se ha constituído en una cuesti6n -

"normal" el hecho de que los tribunales hacen de los términos 

señalados por la ley para conocer ne un litigio, verdaderos pe­

ríodos, sumamente largos lo que implica que todo litigante nebe 
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ne enmarcarse en esta realidad en e l campo lurídico procesal ne 

nuestros tribunales adaptándose en lo posible a ella, lo que -

consideramos ha contribuído en la práctica el surqimiento ~e -

vicios aue existen en la administración ne lusticia cosa que -

hoy día r nadi e ~esconoce y que ha constituído un punto de nuras 

críticas hechas por sectores nacionales y extranleros a l a for 

ma como se nesarrolla la administración ne justicia en nues-

tro país ; sin embargo~sto hace que día a día se busquen medi-

~as correctivas a dichas situaciones las cuales a nu~stro par~ 

cer empesarán a tener ~xito hasta cuando la situación socio p~ 

lítica y económica del país salga por lo menos en un cincuenta 

por ciento ~el caos en que se encuentra. 

En nuestra l eq islación procesal civil, sólo en una figura­

la ley estipu l a q~e ciertamente su interposición nifieren o -­

suspenden el curso de una acción; se trata de la fiaura de las 

llamadas "excepciones nilatorias" arto 1 29 Pro tales como las 

ne incompetencia de lurisdicción, la ~e ilegitimidad de la per­

sona o personería, oscuridad de la demanda. etc. 

La· doctrina considera que darles el calificativo de "exceE 

ciones dilatorias". representa un error, pues el verdadero ob­

letivo ~e las mismas es el de .sanear previamente el proceso de 

situaciones que de no depurarse. co n anticipación resultarían -

embarazosas del mismo, por lo que deben considerarse. seqún va 
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rios tratad i stas corno " defensas previas" que se alegan normal­

mente sobre el proceso y no sobre el derecho material o sus tan 

tivo, aleqado por el nemandante, que tien~en o pretenden -

correqir errores que obstarán a una melor ~ecisión, evitanr.'l.ó -

asi un proceso inútil o que éste sea o carezca ~e requisitos -

que la ley exige para su validez. 

Por otra parte corno ya se ha mencionado se les atribuye un 

carácter sumamente precautorio Que evitan esfuerzos que de re~ 

lizarse resultarían inútiles. Una vez son interpuestas este ti 

po neexcepciones se ~ecinen previamente nando luqar a un inci­

nente, el cual se resuelve en iuicio sumario, si se trata ~e -

un juicio ordinario. 

La doctrina Espafiola les ha dado el nombre de "ALONGADERAS " 

y luego de alqún tiempo "artículos ~e no contestar" en ~onde 

se deia ver de forma clara que ciertamente poseen un carácter­

nilatorio lo que hace pensar con frecuencia que es ese el obj~ 

tivo de estas exepciones, es necir dilatar el proceso o alara~r 

lo con lo que muchas veces su uso no lleva otro propósito, im­

propio y malicioso, que el que se acaba oe sefialarr desvirtuan 

do asi su finalidad, que es l a ~epuración previa del proceso.­

no obstante ~esde una óptica científica se entiendeen forma -­

clara y cateaórica aue el alargamiento del iuicio y más bien -

no del juicio o proceso en forma ~irecta. sino más bi~n ne la 
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contestación de la demanda, constituye sólo una consecuencia y 

no el obietivo de la excepción ya que ésta se considera corno el 

medio que la ley señala para discutir y dirimir previamente una 

situación que embarazaría el proceso en un futuro, es decir de 

no oponerse la excepción que garantice la eficacia y la validez 

de los actos que tendrán lugar con el desarrollo del proceso. 

Consiéleramos que las anteriores considera:ciones sobre las 

excepciones élilatorias. nos permiten nistinguir que no obstante 

que la ley reconoce en cierto modo el carácter dilatorio o ni­

feritorio de las excepcione.s que buscan saniar el proceso en -

forma previa, el espíritu real del leqislador al estipularlas­

es el propósito éle Que el proceso sea saneado previamente de -

circunstancias que de llevarse a cabo embaraza rían al mismo. 

Una situación parecida ocurre con la fianza de costas na­

ños y ~eriuicios ya que e l propósito o finalidad leqal ne di­

cha fianza es el de qarantizarle al demandanélo el pago o el re 

sarcimiento ne sus litis expensas, más sin embargo en la prác­

tica iudicial ésta es utilizada entre otras cosas para dilatar 

el proceso lo que hace pensar que si el demandado pide que el 

actor rinda la fianza para garantizar las resulta del iuicio -

con sólo el propósito de élilatar el proceso es porque sabe que 

la pretensión aleqada por el actor es cierta y valenera, por -

lo que el reo busca entonces diferir el cumplimiento de la mis 
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ma, gravando con tal actitud los intereses lustos riel r1eman(lan 

te quien tiene que esperar más tiempo del normalmente necesario 

para que le sea satisfecha su pretensi6n rlemandada. 

5. LA DESERCION O EL DESISTIMIENTO DE EL ACTOR COMO EFECTOS DE 

LA PETICION DE FIANZA. 

Otro ne los males que se le atribuye a la existencia ne-

la fianza (le costas, daños y perjuicios es el hecho ne aue el-

demandado en muchos casos, conociendo la baja capacidad econ6-

mica nel actor, se vale de tal circunstancia y pide al juez o~ 

nene al actor que rinda fianza, sabiendo aue al no poder sati~ 

facerla no tendrá otra alternativa que nesertar o abandonar la 

pretensi6n intentada contra él, habienno sido utilizada asi,la 

fiqura ne la fianza por parte del demandado como un medio des-

bastador e injusto que nespola al demannante (le su pretensi6n 

insatisfecha, pues conocía la debilidad de éste en el campo e-

con6mico, librándose así leqalmente y para siempre de la pre--

tensión que el actor se vio obligado abandonar. 

Sabemos que los qastos que ocasiona el luicio se conside 

ran como una consecuencia normal del litiqio pues éste consti 

tuye una invenci6n humana, sin embarqo hoy día son muchos los 

que consideran Que la medida precautoria tomada ·por nuestra -

ley para qarantizarle al demandado, en caso de que salga vic 
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torioso en el juicio el pago o resarcimiento de las costas, da 

ños y perjuicios que con ocasión del proceso se le puedan cau­

sar, no tiene nada que ver con el objeto del juicio. 

La declaratoria de deserción en este caso, constituye una 

sanción extremadamente severa para la persona que por regla g~ 

neral por no tener los medios económicos necesarios no puede -

satisfacer de manera "eficaz" la garantía que se le ordenó pr~ 

sentar, o bien porque habiendo intentado exOnerarse de dicha -

obligación no logró conseguirlo. La ley en esta situación fa-

culta al juzgador para declarar con sólo el pedimento de la paE 

te contraria, la deserción de la acción intentada por el actor, 

despojándolo asi de la posibilidad de que se le haga justicia, 

por una cuestión puramente económica y al mismo tiempo acceso-

ria del juicio. De acuerdo con el arto 536 pro la deserción 

equivale al abandono o desamparo que de la acción ejercitada -

hace el actor. 

La relación jurídica procesal en materia civil presupone 

que las partes tienen la obligación de proseguir la instancia 

hasta su culminación, en este caso el actor está legalmente ~ 

bligado a continuar ejerciendo lo que a derecho le correspon­

de, ya que de no hacerlo las consecuencias negativas por su -

inactividad pueden ser fatales, como seria el caso de que se­

declare la deserción, pues como efecto principal de esta, re-
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sulta que no se puede volver a intentar la misma acción jamás, 

y se produce además la especial condenación en costas, art.470 

y 471 pro 

Seg6n los arto 536 y 537 pro "cuando el actor desampare -

la demanda después de contestada, pOdrá el demandado pedir que 

la prosiga bajo la pena de deserción. Habrá lugar a ésta 

cuando el actor deje transcurrir seis días sin pedir o sin ha-

cer lo que conforme a derecho sea necesario de su parte para la 

con tinuaci6n del j u i c i o . " 

"El juez mandará que asi lo verifique dentro de tres 

días perentorios; y si el demandante los dejare transcurrir,-

se declarará la deserción con costas previa citación del dem~n 

dado, notificándose al actor la declararia en forma legal. Si 

fueren dos o más los demandados, podrán cada uno de éstos, si 

ya hubiesen contestado la demanda, pedir la deserción confor-

me las disposiciones de este capítulo; y en este caso sólo 

aprovechará la deserción al que la p~diese salvo que por la -

naturaleza indivisible de la acción deba aprovechar a todos". 

Con relación a la fianza de costas daños y perjuicios,la 

deserción puede ser decretada en los casos siguientes: 

1~ Porque no se rindió la fianza en término. 
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Porque habiendo sido presentada, ésta no fue aprobada por 

considerarse que no respondía a la exigencia de garantizar 

las resultas del juicio y; 

32. Porque habiendo solicitado el actor se le declarará absuel 

to de la obligación de rendirla, dicha absolución no fue -

concedida. 

En el primero de los casos, hay que dejar claro que cier 

tamente nuestra legislación no fija en forma expresa un térmi 

no para que el demandado .rinda la fianza, más sin embargo, se 

considera que en virtud del princ~p io de integración del de­

recho, dicho término es de seis días, contados a partir del 

día siguiente al de la fecha en que quede firme la resolución 

que ordeno al demandante presentar la garantía; es decir lue­

go de transcurridos tres días de la notificación a las partes 

de la resolución que fijaba la fianza, no habiendo interpuesto 

¡as ¡;Brtes el recurso de apelación que la ley concede en este ca­

so para atacar la resolución antes mencionada. 

Si el actor no rinde la fianza dentro de los seis días,­

puede el demandado acusarle deserción, el juez deberá notifi­

carle al actor una resolución en donde le ordene hacer lo que 

en derecho le corresponde verificar teniendo todavía el dema~ 

te, luego de verificado lo anterior, tres días con carácter -



--~--~------------~--j~ 

68 

perentorio para actuar conforme a derecho, caso contrario el­

juez procederá a declarar la deserción. 

En el segundo de los casos, de acuerdo con el arto 19 inc. 

tercero pro "presentada la fianza, se oirá dentro de tercero -

día a la parte contraria, y se abrirá a prueba el incidente -

por ocho días, si fuere necesario, aprobándola o no dentro de 

los tres días siguientes". No obstante si el actor no pide co 

mo parte interesada que se abra el incidente a prueba por el -

término correspondiente, a fín de probar que en efecto lafian 

za pres enta da es suficiente para garantizarle al demandado las 

resultas del juicio, pues el reo en este caso, lo más seguro -

es que no se pronuncie al respecto, sin embargo se mantiene a 

la expectativa de la actuación del demandante, ya que de no -

probar el actor la idoneidad de la fianza será éste quien res~l 

taria afectado, pudiendo entonces el demandado acusarle deser-

ción. 

Por otro lado si de haberse pedido el término probatorio 

y se dejare transcurrir no probando la capacidad del fiador y 

la suficiencia de sus bienes o bien que habiendo vertido pru~ 

ba ésta no fue suficiente, también podrá el demandado acusar­

le deserción. 

En el último d e los casos planteados, la obsolución para 
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el actor de la obligación de rendir fianza, de acuerdo con el 

arto 19 inc. primero pro la puede obtener consignando la can­

tidad mandada a afianzar o bien probando sumariamente poseer 

bienes en el Estado cuyo va lor es suficiente para garantizar 

las resultas del juicio. 

A nuestro entender el acuse de deserción en los casos an 

tes mencionados procede más que todo cuando el actor pretende 

quedar absuelto de la obligación de rendir fianza probando s~ 

mariamente poseer en el Estado bienes suficientes para cubrir 

las costas, daños y perjuicios en que pueda ser condenado,pues 

de con signar 1 a can t i aad IJ\3.l1dada a . afianzar que da absuelto de la-

obligación de rendir fianza de una sola vez, sin necesidad de 

probar nada ya que habrá satisfecho ef icazmente con la exige~ 

cia de garantizar las resultas del juicio, en cambio tratando 

d e probar sumariamente que posee bienes ~n el Estado, podría -

resultar que el valor de los mismos no sea suficiente para g~ 

rantizar l as resultas del juicio o bien que el reo haya prob~ 

do que dichos bienes están su j etos a gravámenes o responsabi­

lirrad y el término legal establecido precluya ¡podrá en"tónces 

el demandado acusarle deserción. 

Finalmente es de importancia señalar que las críticas que 

hoy día recibe el hecho de que se declare la deserción a la ac 

ción incoada por el actor, cuando este a hecho todo lo posible 
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por satisfacer dicha exigencia y no le es posible lograrlo por 

su condición económica, resulta un tanto injusto pues son mu--

chos los casos que en la práctica se resuelven emitiendo fallos 

que declaran la deserción a la acción del actor por el hecho-

de no haber rendido una "fianza eficaz ". 

por otra parte en cuanto al desistimiento se dice que es 

el apartamiento o la renuncia de alguna acción o recurso, arto 

464 pro Debe ser hecho y aceptado por las partes o por sus pr~ 

curadores con poder especial. Doctrinariamente se habla de el 

desistimiento de un acto del procedimiento y de el desistimien- . 

to de la acción, en el primero de los casos no produce la ex--

tinción de la acción pues a lo que renuncia la parte que desi~ 

te es a la prosecución del incidente o acto procesal solicita-

do y en e l segundo caso, cuando se produce el desistimiento de 

la acción, ~ste lleva consigo la renuncia del derec~o y produ-

ce el efecto negativo de que el que desiste ya no pu e d e volver 

a intentar l a misma pretensi6n contra la misma pers oaa ni con-

tra las que legalmente la representan, arto 467 pro 

Algunos consideran que si el actor · r en uncia a su preten-

sión estando en el incidente de fianza, el juez no de 

be mandar a oir a la contra parte de tal desistimiento por el 

hecho de que el proceso se encuentra suspendido ya que el juez 

lo que tiene que resolver es sobre la p rocedencia o improc e den 
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cia de la f ianza o bien sobre la absolución de la obligación _ 

de rendirla seg6n e l ceso. A nuestro entender,e l juez siempre 

tiene que darle cumplimiento al arto 465 pro Puesto que e l in-

cidente de fianza ha surgido dentro del proceso y en virtud de 

~ste; por lo tanto es procedente que el juez resuelva mandando 

a oir al reo para que proceda el desistimiento. 

En ~ste tema se afirma que el desistimiento de parte ~~ 

actor puede darse corno un efecto de la petición de fianza po~ 

que consideramos que el actor en 6ltima instancia preferirá -

d e sistir de s u pretensión por no poder rendir la fianza , evi-

tanda 
, 

aSl que se le condene en costas, pu.esto que si el deman 

dado acepta su renuncia a proseguir el juicio y se declará el 

desistimiento, ~o ~abrá especial condenaci6n en costa s , como 

si ocurre si e l actor sin manifestar su renuncia abandona su 

47 1 • Q O'" 
~ - . 

6. C 0N S I~ERACIONES SOBRE EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCE 

SA L EN RELACION A LA RENDICION DE LA FIANZA DE COSTAS, 

DAÑOS Y PERJUICIOS. 

~ € ma s in lugar a dudas de capital importancia para anal! 

z ar es sde otro ángulo la rendición de fianza en el proceso ci-

vil, aquí trataremos de establecer en que medida la figu.ra de la-

fianza de costas, daños y perjuicios transcrede el principio -
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de igualdad procesal de las partes b bien si ésta se adecúa a 

dicho principio. Para e llo veamos brevemente algunos aspectos -

en torno al principio de igualdad procesal, la mayoría de au-

tores le denominan principio de igualdad, otros le llaman prin 

cipio de contradicci6n en juicio, y también principio de la -

bilateralidad de la au d i s ncia, e incluso se le denomina prin-

cipio de nivelaci6n socia l del proceso. El fundamento de este 

principio está reguladoen nuestra Carta Magna en el Art. 3 Inc. 

lo. que dice: °Todas las personas son iguales ante la Ley. Pa 

rael goce de los derechos civiles no podrán establecerse res-

tricciones que basan en diferencias de nacionalidad, raza, sexo 

o religi6n. o 

Se dice que la igualdad no consiste en establecer de fOE 

roa matemática las oportunidades de las partes en el proceso, 

s i no más bien que exista una correlatividad de las mismas."ca 

be aclarar que el quebrantamiento de es te principio no proviene 

de que se dicten resoluciones sin oir a la parte contraria,sino 

de que se conceda a un litigante lo que se niega a otro" (15) 

En cuanto a la rendici6n de la fianza de costas, daños-

y perjuicios, parece ser que todos los criterios apuntan a que 

ésta no se adecúa al principio de igualdad procesal, sino por -

(15) Eduardo Couture.Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Ediciones De­
palma, Buenos Aires 1977, pág. 185. 
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el contrario, que ésta transcred e dicho principio pués se dice 

que no hay justificación para exigirle al actor; a petición __ 

del reo, rinda fia nza que le garantice las resultas del juicio; 

ya que a la parte demandada no se le puede exigir tal garantía; 

colocando así al demandante en una evidente desventaja frente -

al demandado, pués se le impone una carga eminentemente económi 

ca por la cual, como ya se dijo antes, de no poder satisfacerla 

hasta p u ede perder su derecho, por lo que muchos consideran in-

justificable bajo todos los puntos de vista, mantener hoy día -

una figura que ya es una injusticia y que sólo es utilizada ma-

liciosamente como medio dilatorio del proceso, ade más de que 

la facultad concedida al reo para pedir que el actor rinda fian 

za no se considera un e lemento neutralizador de una falsa e 

inexist ente condición de desigualdad en que se sitúa la persona 

a quien se le interpone una demanda, ya que no se le niega su -

derecho de audiencia para concurrir a defenderse y no se l e coar 

ta su derecho de oponerse a las pretensiones del demandante ya-

que puede interponer todas las pruebas a su alcance para desva-

necer lo que se lemclama en juicio, por lo que se ha llegado a 

considerar que la facultad dada por la ley exclusivamente al reo 

para pedir que su contraparte le garantice las costas, daños y 

perjuicios, sin lugar a dudas contradice el principio de igua! 

dad procesal, rompiendo así el equilibrio entre las partes que-

int ervienen en el proceso ya que tal facultad es concedida uni-

lateralment e para el demandado y en consecuencia la carga econó 
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mica es soportada únicamente por el dem andan t e cuando en reali 

dad, ambas partes pueden ser condenados al pago de costas, es 

decir que bien puede serel actor o e l reo indistintamente, en ­

tonces porque exigirle únicamente al demandante una obligación 

que lo pone en desventaja ante el demandado, y que conlleva a­

preguntarse cu~l sería un a eq uitativa solución a este problema. 

Algunos consideran que bien podría implantarse una fianza recí 

proca, es d ec ir que tanto el reo le pueda exigir al actor le g~ 

rantice las resultas del juicio y viceversa, a este respecto-

citamos el contenido de un documento histórico de nuestra le-­

gislaci6n procesal civil, que trata precisamente sobre este 

punto. "En nota fechada en Ahuac h apán del quince de octubre d e 

mil ochocientos cincuenta y siete, dirigida por el padre Mené~ 

dez y el Licenciado Ignacio Gómez al señor Ministro del Interior 

y de Relaciones Exteriores, que es toda una exposición de moti 

vos, se encuentra el apartado séptimo, que nos interes a citar ­

por ser una clara referencia histórica, cuyo texto es e l si--­

guiente: """Nada hay más frecuente que pleitos temerarios y -­

aún notoriamente infundados e injustos, que se mueven no sólo­

por ignorancia, sino por malicia y por vejar a la parte contr~ 

ria. Se ve tambi én frecuentemente que los pobres pelean, con-

justicia o sin ella, porque nada gastan y pueden ganar algo; y 

sobre todo porque no falta quienes se hagan cargo de sus plei­

tos por la mitad o la tercera parte de su importe. Por eso es ­

necesario refrenar a unos y a otros obligándolos a darse mutua 
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mente fianza de resarcirse los perjuicios y costas que se ori-

ginen '"'''(16). Bajo esa concepción, anteriormente en nuestro 

Código de Procedimientos, el Art. 21 regulaba lo siguiente: 

"Igual fianza puede reclamar cualquier reo, del actor, ó cual 

quier actor, del reo; aquél en la demanda y éste al contestarla. 

El que fuere pobre de solemnidad probada, no está obligado a -

dar la fianza indicada, pero sufrirá una pena correccional por 

las costas, dafios y perjuicios que causare conforme al Código-

Penal". Por lo que claramente notamos que ha sido posteriorme~ 

te que la bilateralidad de rendir fianza sufrió modificaciones, 

más sin embargo hoy día son más las ponencias a que se suprima 

la figura de la fianza de costas, dafios y perjuicios a que sea 

simplemente reformada, y uno de los motivos es precisamente,el 

hecho de que se considera que transcrede el principio de la --

igualdad procesal de las partes. 

( 16) Cc.rlo s Ramón Alvarado Martínez, "Costas Procesales y su forma de gara~ 
tía a través de la fianza de costas en la Ley Procesal Civil Salvador~ 
fia". Tesls Doctoral Universidad de El Salvador,Facultad de JJ. y CC. , 
Sociales, 1987. pág. No. 102-103. 



76 

CAPITULO 111 

LA CAPACIDAD ECONOMICA COMO FACTOR DE IMPORTANCIA 

PARA LA RENDICION DE FIANZA 

Los ternas a desarrollar en el presente capítulo, obedecen 

a la exitencia de la problemática que persiste en muchas de 

las disposiciones del Derecho ErocesalCivil por el hecho de no 

haber sido aun objeto de reformas, cuando la necesidad en ese­

sentido ha sido y sigue siendo imperiosa, pues el desarrollo -

de los aspectos socio-económicos han hecho que en la actualidad 

muchas de esas disposiciones resulten totalmente obsoletas a -

la realidad que se vive, corno es el caso según nuestro crite ­

rio de las disposiciones que regulan el beneficio de pobreza. 

Por otra parte trataremos de explicar en que medida es ~ 

plicable o no el principio Constitucional de la Gratuidad de 

la justicia a la fianza de costas, daños y perjuicios. 

- LA CAPACIDAD ECONOMICA DEL ACTOR ES DETERMINANTE PARA 

QUE SU PRETENSION NO SE VEA OBSTACULIZADA POR EL HE-­

CHO DE TENER QUE RENDIR FIANZA. 

Definitivamente analizar el factor económico corno un pr~ 

blema más de la rendición de fianza, es de mucha importancia 

puesto que nos determina dentro de el contexto de la realidad 

nacional las consecuencias negativas que puede tener el actor 
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en su actuación J'Udl'C' 1 1 h h d la por e ec o e carecer de recursos 

económicos. 

La diferencia económica entre los miembros de una socie-

dad es un hecho histórico, que tuvo su origen en el surgimie~ 

to de una serie de factores que hisieron posible incluso el a 

parecimiento de las clases sociales; veamos a continuación e n 

forma breve lo s acontecimientos históricos de mayor importan-

cia para , que surgierá la diferencia económica entre los miem-

bros de un conglomerado social. 

De acuerdo con la concepc ión materialista del mundo, la 

primera etapa dentro del desarrollo de los grupos humanos fue 

la llamada comunidad primitiva, la cual estuvo dividida en dos 

grandes fases , la era Pregentilicia y la era Gentilicia dentro 

de las cuales evolucionaron las primeras formaciones sociales, 

es decir las hordas, clanes y tribus. La actividad económica 

dentro de esta etapa, no presentaba ma yor desarrollo y no p~ 

demos considerarla como una etapa con un ordenamiento estric-

tamente económico, sin embargo su subsistencia estuvo dada du 

rante la primera fase, por la recolección de frutos, raíces y 

en alguna medidad por la caza y la pezca, es to hacia que di--

chos grupos tuvieran un carácter nómada y sus relaciones de-

producción fueran de cooperación y ayuda mutua, pues no cont~ 

ban con el exedente económico que fue quizá el factor más de-
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terminante para e l s urgimiento de la desigualdad econ6mica. 

Durante la segunda fase aparecen la primera gran divisi6n 

social del trabajo, entre agricultores y ganaderos, con lo que 

se logra entonces el sedentarismo, que trajo con sigo un cuan­

titativo avance en las fuerzas productivas y se da el surgimi~n 

to del excedente econ6mico, el cual se cree se origin6 para --

las familias que se dedicaran a la ganadería, ya que además 

de obtener la carne de e l ganado, obtenían otros derivados ta­

l es como huesos, l eche , cuero, pelo, etc. que al mismo tiempo 

les permiti6 comercializar el excedente que obtenían de dichos 

productos lo cual les trajo una relativa ventaja sobre las fa-

milias agricultoras y por ende mejor posici6n econ6mica, dándo 

se el aparecimiento de las familias ricas y pobres es decir de 

las c las es sociales. 

Con e l surgimiento de el excedente econ6mico, la propie­

dad privada, l a primera gran divisi6n social del trabajo y las 

clases sociales, aparece el Estado y el derecho, dando paso ~ 

si a la segunda etapa del desarrollo social, la cual se cono­

ce con el nombre de "R eg im~n Esc l avista" pues con los aconte­

cimientos antes seña lados no s610 se ll ego a tomar posesi6n -

sobre los bienes existentes sino tambi~n hasta de las personas, 

es decir los que por una u otra raz6n se convertían en esc l a­

vos y eran considerados como cosas propiedad del señor escla -
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vista. Las cultur~s antiguas de mayor representatividad del 

Regimén Esclavista estuvieron constituidas por los siguientes 

imperios: Romano, Griego, Mesopotámico, Egipcio, Indu y Chino. 

El desmoronamiento de la etapa esclavista estuvo determi 

nada por un relativo avance en las fuerzas productivas y en -

las relaciones de producción, coadyuvado por ciertos acontec~ 

mientas socio-políticos, de los cuales los de mayor importan-

cia se cree que fueron, los levantamientos revolucionarios de 

varios grupos de esc l avos , la expansión del cristianismo, etc. 

La tercera etapa estuvo constituida por lo que se conoce 

como regimén feudal que también se le suele llamar Edad Media 

en donde la gran mayoría de las poblaciones dejo de ser pro--

piedad de un esclavista y paso a formar parte de un feudo,pr~ 

piedad del señor feudal. Esta etapa se considera como la más 

larga que ha tenido la humanidad y como la menos progresista 

pues fue sumamente notorio el estancamiento de la cultura, a-

tal grado de que se ha llegado a denominar la era del oscuran 

tismo y el poder pOlítico de la iglesia se hizo sentir con mu 

cha fuerza . 

Al final de la etapa del feudalismo si se aprecia un gran 

avance de las fuerzas productivas que fue el factor que marco 

l a caida de dicha etapa con acontecimientos de gran trascenden 
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cia corno la Revolución Francesa del siglo XVIII y las revolu­

ciones industriales, y fue precisamente con el primero de 

esos acontecimientos que se marco el surgimiento de un nuevo 

Regimén social conocido con el nombre de el capitalismo, pues _ 

fue con la Revolución Francesa que las clases sociales que __ 

obstentaban e l poder e conómico, es decir la burguesia consti­

tuida por los comerciantes, industriales y banqueros, alcanzan 

el poder político, bajo la bandera de "Justicia, Libertad y -

Fraternidad", derr ocando asi a l a monarquía. 

Es de importancia destacar que las tres etapas que sur­

gieron después de el desmoronamiento de la comunidad primiti­

va , tuvieron relaciones de producción de explotación del hom­

bre por e l hombre, marcándo~e asi las grandes diferencias ec~ 

n6mica~ entre los seres humanos,que hoy día se considera in-­

cluso corno algo normal, aunque no justo, pero si visto desde 

una 6ptica objetiva del debenir histórico del desarrollo de -

la humanidad. 

Antes de hacer consideraciones en el campo eminentemente 

jurídico sobre la importancia que representa para el actor,el 

hecho de contar con suficientes recursos económicos para ha-

cer frente a la exigencia de rendición de fianza , es de impo~ 

tancia señalar que en nuestro país las condicion e s socio- eco 

n6mica s de la gr an ma yor í a d e la población son sumamente pre-
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carias pues el país además de 

mén feudo-capitalista, en los últimos diez años se a visto en-

vuelto en el conflicto socio-político más desbastador de su --

historia, el cual ha puesto a la economía nacional en un caos-

casi completo que hace pasar a sus habitantes por una dura situa 

ción. 

En el tema que nos ocupa, se asegura que la capacidad eco 

nómica del actor es determinante para que su pretensión no se 

vea obstaculizada por el hecho de tener que rendir fianza por-

que si el actor contará con suficientes recursos económicos p~ 

dría consignar la cantidad mandada afianzar, satisfaciendo asi 

en un sólo acto con la exigencia de rendir fianza y evitando -

que el juicio se alargue por el incidente de fianza. Cosa con 

tratia sucede si el actor es una persona de escasos recursos -

económicos y ante la exigencia de rendición de fianza tenga que 

buscar desesperadamente alguien que lo fie, cosa que por su 

condición económica y dada la idiosincracia humana seria difí-

cil de lograr, sobre todo por el acontecimiento incierto que -

representa el juicio y en caso de que lo logre conseguir, seg~ 

ramente tendría que probar la capacidad de su fiador para tal 

efecto, incurriendo el proceso en una serie de términos. Cosa 

similar pasaría en cuanto a términos si el actor trata de pro-

bar que posee bienes en el Estado cuyo valor es suficiente pa-

ra garantizar las resultas del juicio y además que esten libres 
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de todo gravamen o responsabilidad, lo cual según nuestro cri 

terio estaria obstaculizando la satisfacción de la pretensión 

incoada por el actor en e l término normal del proceso, ya que 

de no haber pedido el reo rendición de fianza, el juicio hu-­

biese seguido su curso normal o de poseer el actor capacidad 

económica consignaría la cantidad mandada afianzar a fin de a 

gilizar el proceso. 

2 - LAS DISPOSICIONES DEL BENEFICIO DE POBREZA YA NO RES 

PONDEN A LA POSIBILIDAD DE QUEDAR EXCENTO DE LA OBLI 

GACION DE RENDIR FIANZA. 

El primero de los casos que la l ey quizo preveer para ex~ 

nerar al actor de la obligación de rendir fianza es el hecho 

de que fuera pobre de solemnidad aprobada, porque sabía el l~ 

gislador que la fianza corno carga procesal del actor represe~ 

ta un aspecto puramente pecunario, y que de no poder satisfa­

cerla por falta de capacidad económica le repr esenta ria serios 

problemas para proseguir su actuación judicial. 

Según el arto 953 pro "Se repután pobres los que no dis­

fruten de una renta o emo lumento que pase de cuatrocientos c~ 

lones anuales, o que no gane con su profeción, arte, industria 

u oficio más de aquella cantidad al afio". 

Por otra parte de acuerdo con el arto 19 C. inc. Primero 
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"Cuando el sentido de la leyes claro, no se desatendera su te 

nor literal a pretexto de consultar su espíritu", lo que nos 

lleva a la conclusión en cuanto al arto 953 pro de que; en vis 

ta que su sentido es claro no debe desatenderse su tenor lite -

ral, lo que al mismo tiempo significa que hoy día como ya se -

dijo antes basta que una persona tenga una renta anual de cua-

trocientos un colones para que ya no pueda solicitar obtener -

el beneficio de pobreza, es decir que basta con que tenga un -

ingreso mensual de treinta y tres colones con cincuenta centa-

vos , esto a nuestro ende nt er hace resaltar la urgente necesidad 

de reformar las disposiciones relativas a dicho beneficio a --

fin de que todas aquellas personas que en la actualidad carecen de cap~ 

cidad económica puedan obtener y gozar de este beneficio para 

su actuaci6n judicial, pues obligar a r e ndir fianza a los que 

en la actualidad de hecho son pobres de solemnidad, resulta in 

justo, más sin emba rgo el juzgador está obligado a cumplir y ha 

cer cumplir la ley por lo que la r e sponsabilidad en el sentido 

de actualizar no s610 las disposiciones del beneficio de pobr~ 

za, sino todas aquellas disposiciones que ya necesitan ser re-

formadas recae sobre el 6rgano del Estado encargado para tal 

fin, es decir sobre el organo Legislativo, cuya facultad está 

dada por precepto constitucional en el arto 131 numeral 5~ de 

de la Cn. 
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3 - CONSIDERACIONES SOBRE EL PRINCIPIO DE LA GRATUIDAD DE 

LA JUSTICIA EN RELACION A LA RENDICION DE FIANZA. 

De acuerdo con la Constitución de la República la Organi 

zación d e l Estado está encaminada a la prosecución de la jus­

ticia, la seguridad social y el bien común en consecuencia es 

obligación del Estado asegurar a los habitantes de l a Repúbli 

ca el goce de la libertad, la salud, la cultura, el bienestar 

Económico y la justicia social. A nuestro entender este últi-

mo rúbro es el que representa un tema sumamente difícil de -

definir por cuanto la conceptualización que para alguos debe 

tener para otros no es convincente y asi su aplicación o cum­

plimiento de parte d e los gobernantes se torna igualmente pro­

blemática según sean las diferentes concepciones que sobre di 

cho tema coexistan asi como los intereses políticos y partidis 

tas en el poder. 

Es e n la Constitución de un país, en donde se plasman los 

principios fundamentales que rigen 2 un Estado, por medio de -

la Constitución se mantiene la legitimidad del mismo, es decir 

se conforma y consolida el Estado de derecho el cual tiene por 

objeto garantizar a sus habitantes los derechos fundamentales 

de la persona humana, por medio de principios jurídicos eleva­

dos al rango Constitucional y desarrollados por leyes secunda -

rias. 
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En cuanto al principio de la gratuidad de la justicia,é~ 

te se encuentra plasmado en nuestra Constitución en el Art. 181 

que literalmente dice: "La administración de justicia ser~ gra­

tuita"; definir donde comienza y donde termina la administración 

d e justici a es el problema para determinar sí algunas figuras o 

estipulaciones que se encuentran vigentes en nuestras leyes vio 

lan o no el principio Constitucional en estudio. 

Una pregunta de mucha importancia en este tema, es si las 

costas procesales tal como se conciben actualmente deben estar 

o no comprendidas en lo que es la Administración de Justicia;­

para responder dicha interrogante recordemos la definición que 

sobre costas procesales hace el jurista Eduardo P~llares en su 

diccionario de Derecho Procesal Civil que dice: "Son los gastos 

que es necesario hacer para iniciar, tramitar y concluir un j~i 

cio, han de tener una relación directa con el proceso de tal ma 

nera que sin ellos no pueda éste legalmete concluirse", al anali 

zar esta última afir~ación, vemos que según dicha definición se 

necesita de esos gastos para que el proceso se concluya legal­

mente lo que hace afirmaivo pensar que las costas procesales . -

forman parte directa de la administración de justicia en el sen 

tido de que sin esos gastos no puede existir tal administración, 

pero eso no implica que las costas procesales contradigan el -­

principio Constitucional de la gratuidad de la justicia, ya que 

éstas comprenden ciertos gastos que definitivamente no pueden -
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ser absorvidos por el Estado, como ocurre con los honorarios 

de los abogado~,que estando comprendidos según la ley dentro _ 

de las costas procesales, en la práctica constituye el pago de 

parte de personas interesadas en que un profesional las repre­

sente en juicio, es decir se constituye en el pago a una pers~ 

na que ejerce una profesión liberal. 

Por otra parte, es de importancia señalar que para algu­

nos el principio constitucional de la gratuidad de la justicia 

constituye una medida de tipo política-judicial y de higiene -

social, que no tiene como propósito el hacer desaparecer los -

efectos pecuniarios que resultan del proceso, sino que la apli 

cación de medidas de sanidad judicial a fin de evitar que los­

particulares interesados en la litis tengan que otorgar emolu­

mentos a los funcionarios del órgano jurisdiccional; por lo que 

el Estado con el objeto de lograr tal sanidad,absorve el pago­

a dichos funcionarios que en concepto de salarios tendrían que 

recibir de parte de los particulares. 

En cuanto a una mayor aplicación que pueda tener el Art. 

181 en. es de importancia señalar que la falta de recursos eco 

nómicos en la práctica ha sido y sigue siendo el problema más­

grande que tiene precisamente la administración de justicia, 

hoy día se ha llegado a reconocer esta situación, pero pareci~ 

ra que no se quieren tomar medidas urgentes sobre el asunto ya 
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que se les da preferencia a otros aspectos de la vida nacional 

que no son beneficiosos para la colectividad yeso a pesar de 

las fuertes críticas que día a día se le hacen a la mencionada 

administración. 

Cuando desarrollamos el tema de las Costas Procesales de 

jamas sentado que según la tésis defensora de la gratuidad de­

la justicia, ésta constituye un servicio público, en el cual 

los usuarios es decir los litigantes no deben pagar cantidad -

alguna por su utilización; pues al litigante no se le considera 

como un beneficiario que perjudique indirectamente al litigar­

a los demás, sino por el contrario como una persona que e n ma­

yor o menor grado se sacrif ica por la paz de la colectividad y 

contribuye aS:l a la certidumbre de las normas jurídicas por que 

se rige, ya que si la justicia haya de ser un servicio retribui 

do por los litigantes hace a unos de peor condición que los 

otros al depender de la posición económica de una de las partes 

sus posibilidades de que los tribunales le hagan justicia. 

Al tratar de relacionar a la fianza de costas, daños y -­

perjuicios con el principio constitucional de la gratuidad de -

la justicia, vemos que ésta no tiene una r e lación directa o ab­

soluta con dicho principio, puesto que la fianza sólo constitu-

ye una garantía de que se pagarán los efectos económicos que -

produce el litigio, es decir las costas procesales, las cuales 
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si tienen una relación más directa con el principio constitu­

cional en cuestión ", ya que se discute doctrinariamente si las 

costas procesales cont radic en o no dicho principio, en conse­

cuencia si se pretendiera acusar a la fianza de costas, daños 

y perjuicios corno una figura inconsticuional, no sería por el 

h e cho de que garantiza el pago de las costas procesales, pués 

éstas corno ya se dijo, en vista de que los gastos que compre~ 

d e n son bastante amplios, no contradicen el principio consti­

tucional de la gratuidad de la justicia. 
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CAPITULO IV 

EN LOS CASOS DE RENDICION DE FIANZA DENTRO 

DEL PROCESO NO SIEMPRE SE DILATA EL JUICIO 

Tal como hemos visto en los capítulos anteriores la fian 

za de costas, daños y perjuicios regulada en los artículos 18 

y 19 pro constituye sólo una de las modalidades que sobre fian 

za existen en el presente capítulo se desarrollan algunos -

temas relativos a la rendición de fianza en general así como­

a otros tipos de fianza que se rinden para garantizar las re ­

sultas del juicio, tratando de establecer que no siempre que 

se rinde fianza en un proceso civil neces ar iam e nte se . ten--

ga que dilatar el proceso y veremos además en que medi da -

aparec e~ 2n dichos casos les problema s que surgen con la pet! 

ción de la fia nz a de costas, daños y gerjuicios o si estos só 

lo tienen ocasión cuando se pide la rendición de dicha fianza. 

- LA FIANZA QUE DEBEN RENDIR LOS TERCEROS OPOSITORES. 

Sabemos que los sujetos que intervienen como partes en un 

proceso judicial están constituidos por el demandant e o actor, 

y por otra parte el demand~do o reo, estás dos partes junto con 

los representantes del Organo Jurisdiccional ya sean éstos ju~ 

ces o magistrados según el caso, conforman la relación jurídi­

ca procesal, no obstante pueden tener lugar en el proceso en 

toda cln3~ de juicios los llamados terceros opositores, esta afirmación está 
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basada en los artículos 506 - 550 - 978 pro ya que el art.455 

pro s610 hace referencia a la int e rv enc i6n de ~stos en juicios 

ordinarios y ejecu tivos. 

Los terceros opositores son aquellos que pretenden hacer 

valer una pretensíon que se opone a la del actor o a la del -

reo o bien se oponga a las pretensiones de ambas partes, cuan 

do la pretensi6n del tercero se opone ya sea ·a la del actor o 

a la del reo se le llama tercero Coadyuvante, porque al opon~r 

se s610 a l a pretensi6n de una de las partes, se supone que se 

adhiere o está de acuerdo con la pretensi6n de la parte a la 

cual no se opone, y cuando se opone a las pretensíones de an-

bas partes, se l e llama entonc es tercero excluyente puesto que 

no se adhiere a ninguna de las pretenciones de las partes y 

presenta una pretensi6n independiente y excluyente a las que 

están en disputa. 

Los ·terceros oposi tores sean coadyuvantes o excluyentes de 

ben fundar sus derechos en inter~s propio arto 457 pro y su 

comparecencia en el juicio origina un procedimiento . accesorio 

denominado "La tercería", pues incide e n un proceso ya pendie~ 

te para promoverlo, pcr lo que la lay le señala como requisito 

para la actuaci6n en el juicio un inter~s propio y actual con 

e l cual excluye los derechos ajenos de las partes intervenien­

tes en el proceso. Es de iI:lpOrcancia señalar que la naturaleza -
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de los juicios es el factor determinante de las diferencias en 

el procedimiento que se sigue para dilucidar las tercerías. 

En cuanto a la~ tercerías en los juicios ordinarios de 

acuerdo con el arto ~59 pro pueden apersonarse en el juicio en 

cualquier estado en que se halla y en cualquiera de las instan 

cias, e incluso de tratarse de terceros excluyentes pueden ta~ 

bién hacerlo al tienpo de la ejecución de la sentencia, debien 

do presentar sus probanzas en el término señalado en el proce-

so para tal efecto, sin embargo si concurriere al juicio cuan­

do dicho término haya pasado total o parcialmente, se le conce 

de en causa da ?~~ ~ h0 y en cualquier instancia un térnino espe-

cial de pruebas el cual no debe exceder del que se concede pa­

ra la causa principal y sera común a todas las partes aunque -

hubieren ya pasado sus pruebas, lo que no ocurre asi yare e l -

"t e rcero coadyuvante que se reputa por una misma person a con el 

litigante principal al cual se une o cuadyuva con su pretensión 

pues debe tomar la causa en el estado en que se encuentra,no -

pudiendo hacerla retroceder ni suspender, excepto para probar 

algún hecho de i ~,portanc ia a juicio del juez y que no haya si­

do propuesto por el litigante principal, para tal efecto se le 

recibe la prueba dentro de "ocho día s per entorios en donde ne -

puede alegar ni probar cuestiones que le esten prohibidoD a la 

parte a la cual coadyuva por haber transcurrido el tér~~no le­

gal para tal efecto o por cualquier otro motivo según los ertí 
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culos 460 461 Y 101~ pT. 

, • '\ " ". \ "' , r ,,_ .. __ • • _ _ __ --• • • ~'.-. 

Por otra parte en los juicios ordinarios seg~n el art.463 

pro La senten c ia que pone fin al proceso, es decir la senten--

cia definitiva que resuelve la litis principal, comprenderá tan 

tb a las partes cono ~ los terceros opositores. 

En cuanto a las tercerías que pueden tener lugar en los -

juicios ejecutivo3, ~stas se definen como procedimientos acce-

sorios a La ejecuci6n que surge por el apersonamiento de un su 

jeto extr&0c y que aduce el dominio de los bienes embargados -

o el derecho de s~r considerado en grado preferencial al pago 

que se lleve a cabo con el valor que se obtiene de la subasta 

d2 dichos bienes. En los juicios ejecutivos, pueden daise --

tres clases de tercerías así: tercería de dominio, tercería -

de prelaci6n o de derecho preferente y la tercería de pago a 

prorrata. 

La primera de ellas tiene por objeto el reconocimiento -

del derecho de dominio sobre un bien 20bargado a fin de con-

seguir sea excluido de dicho embargo, el plazo para apersona~ 

se al juicio para este tipo de tercería no esta expresamente 

determinado, sin embargo, se deduce de acuerdo con la regula-

ción ge~ era l de las tercerías que puede hacerlo en cualquier 

est~Go del juicio, leego después de que es trabado el embargo, 
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Esta tercería se inicia con la solicitud de desembargo del op~ 

sitor, que debe contener los carácteres o formalidades de la -

demanda e ir acompafiada de los instrumentos que la justifiquen 

artículos 650 - 652 Y del 193 al 196 pro 

En cuanto a las tercerías de prelaci6n o de derecho pre-

ferente, de acuerdo con el arto 662 pro el opositor pretende 

se le haga pago prefererlte con el ~roducto del rewate de los 

bienes embargados, en virtud de la preferencia de que goza su 

crédito, veamos cuales son las causas que según la ley gozan 

de preferencia. De acuerdo con los artículos 2227 y 2217 c.-

solamente gozan de preferencia el privilegio y la hipoteca, 

los cuales son inherentes a los créditos pera cuya seguridad 

se han es ~~ j 12cido de tal forma que pasan a DQ~OS de las per-

sanas que adquieren estcs créditos. 

En cuanto al privilegio, gozan de el los enumerados en -

los artículos 2219 y 2221 c. En cuanto a la hipoteca, ésta -

da al acreedor el derecho de ser pagado de preferencia con la 

cosa hipotecada; para tal efecto, dicha hipoteca debe estar -

debidanente inscrita. Este tipo de tercería puede ser inter-

puesta en todo momento, pero para que realmente goce de pref~ 

rencia debe interponerse antes que se lleve a cabo el pago al 

ejecutante pues de lo contrario ya no podría darse tal prefe-

reneia. 
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La tercería de pago a prorrata, tiene su origen por la so 

licitud de un tercero opositor que es titular de un cr~dito e-

j ecutivo que no goza de preferencia pare concurrir a prorrata 

en el pago. este tipo de tercería al igual que la de derecho 

preferen t e , no afe cta el curso del juicio ejecutivo, sin e~bar 

go según el arto 652 pro debe distinguirse si la tercería se ~ 

fundamenta o no en instrumento ejecutivo, por que si la terce-

ría se basa en título ejecutivo la ejecución continuará debien 

do discutirse en el t6rc ino de prueba los derechos del tercero 

y en la sentencia gua se p ronun cie en el juicio deberá resolVer 

se también respecto a lo pedido por el opositor. 

Después de haber enunciado las distintas clases de terce 

rías y distinguir su concurrencia tanto en los juicios ordin~ 

rios como en los ejecutivos; veremos ahora como y en que mo~en 

to estan obligados a rendir fianza es tos sujetos que i ntervie 

nen en el proceso en calidad de terceros. Según el arto 458 

pro todo tercerista que intervenga en juicio ordinario será -

obligado por solicitud hecha por c ualqui era de las partes a -

rendir fianz~ ¿~ pagar las costas, daBas y per juicios, como -

cualquier otro demandante, para el caso de que no r es ulte pro 

bado su inter~s. o no triunfe en sus pretensiones alegadas, 

presentá~dose coma 6nica excepci6n el caso de que se demande 

el doninio de le C03B vendida y e l comprador ha hecho citar al 

vendedor a fin de que CODryarSZCa a defenderla, quedándose el 
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, .- .... __ ... . 

comprador en calidad de tercero, para la conservación de sus 

derechos. 

Las tercerías que intervienen en los juicios ejecutivos 

deben rendir fianza en los siguientes casos: 

a) En la tercería de dominio, el juez ordena se rinda la 

caución si la tercería no se funda en instrumento inscrito y 

el ejecutante al evacuar el traslado pide que el tercerista -

presente fianza para garantizar las res ult as del juicio. La 

rendición y aprobación de este tipo de fianza de acuerdo con 

el arto 65 1 pro debe seguir los requerimientos y el trámite -

sumario que se exige para la fianza que rinden los actores en 

juicio, según se establece en el arto 19 ine. último por lo -

que lleva a la conclusión que en este tipo de rendición de --

fianza si se dilata el juicio. 

b) En las tercerías de prelación o de derecho preferente 

y en las tercerías de pago a prorrata, de no fundase en títu-

los ejecutivos, puede exigirse la rendición de fianza a 

ción de parte interesada y e l tercero estará obligado a pre--

sentarla dentro de los seis días siguientes y una vez sea apr~ 

bada, se manda seguir la tercería en pieza sep arada en j ui c io 

ordinario con intervención del acreedor y del deudor mientras 

tanto el juicio ejecutivo continuara su curso hasta remate,d~ 
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biéndose depositar el producto de la venta de los bienes has­

ta que recaiga en el juicio ordinario sentencia ejecutoriada. 

La caución a presentarse en estas clases de tercerías al igual 

que todas las fianzas que deben rendirse debera ser de una __ 

persona que sea notoriamente abonada y en su rendición también 

se deberán observar los trámites establecidos para la aproba­

ción de la fianza que rinden los autores en juicios, según lo 

estipula el arto 652 pro Cuando se presentan dos o más oposi­

tores con título ejecutivo se procederá como se dispone en el 

arto 662, es decir, deberá promoverse el concurso necesario -

de acreedores. 

Es de importancia anotar que de ser aceptada la tercería 

de pago a prorrata con el producto delre~ate se cubrirá pro­

porcionalmente a su monto los créditos del tercerista y del ~ 

jecutante, pero si el opositor sucumbe será condenado a pagar 

las costas, daños y perjuicios que la tercería cause a las partes. Fi­

nalmente distingamos que la fianza a que pueden ser obligados los terce­

ros opositores por estar sujetas a los requisitos que se esta­

blecen para la fianza que rinden los actores en juicio,tambien 

dilatan el proceso. 
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2 - CASOS SIUGENERIS DE RENDICION DE FIANZA EN EL JUICIO 

EJEC·UTIVO. 

bo en los juicios ejec utivos, so do ~de la ley ex?resamente es 

tipula que se trata de un jui cic en qU 2 ~~ acresoor con titu-

lo legal pers ~ gue a su deudor mo roso o en el ?ue se pide el -

cumplimiento de una obliga c i6 n ?or i~strument o s qU2 tienen --

fuerza bas'cante para tal efectO¡2:tcOrlt.rc.i:lOs tres ,-:~,SC>:J de rendi- · 

ci6n de fi~n~a que se consideran especi ale s, los cuales se e-

~1u n ciaL. 
. . . , 

a e o n ·C 1.. n u é:. e l o n ~ 

a ¡ La fianza que debe rendir el postor en remate. 

bl La fianza suedebe rendir el ejecuta n te para la entre 

~~ del inmueble . 

cl Pianza de ejecuci6~ de la sen tencia. 

al La fi&nza que debe rendir el postor en remate. 

El que demanda en juicio ejecutivo el cumpli~iento de al-

guna pretensi6Il insatisfecha, tie n e la segur i dad de que lo que 

demanda 
, 

sera cumplido por 2~ deudor 2 no ss~ ~~ e 3st.e no posea 

ninguna clase de bienes ~. ~ qU 3 ~esponder, puesto que la ley -

expresamente sefiala que diallo ju~ cio s610 tiene por objeto el 

que un acreedor con título legal persiga a su deudor moroso o 

pida el cunplimiento de una obligaci6n por instrumento que po-

see fuerza bastante para tal efecto y el medio eficaz de aseg~ 
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rar el pago o cumplimiento de la pretensión insatisfecha es _ 

decretar el embargo de bienes del deudor moroso o de sus fia-

dores. 

El remate de los bienes embargados tiene por finalidad -

obtener el valor necesario para el pago del ejecutante. inte-

reses y costas, la venta de los bienes S2 lleva a cabo a la -

~oru señalada por el tribunal y deberá realizarse según la ley 

al mejor postor. es decir a favor del que ofreciere la !nayor 

cantidad de dinero por los bienes que se subastan. Sin embar 

go si el postor no es una persona conocida y abonada a juicio 

del juez, no se admitirá la postura al momento de la subasta a 

ro ser que el acreedor consista y acepte dicha postura o la -

persona que hace la postura presente el dinero en el acto o -

bien que se afiance la entrega con una persona abonada, según 

. _ ~stro entender esta cauci6n debe rendirse en el mismo momen 

to en que se realiza el remate y no debe bastar el sólo ofreci 

miento de que se rendirá después la fianza ya que en caso de -

hacerse dicha exigencia debe consignarse en el acta de remate 

respectiva. 

b) Fianza que debe rendir el ejecutante para la e~~rega 

del inmueble. 

Esta fianza tiene lugar en las llamadas tercerías de do-

minio. las cUa12s como ya 52 dijo con anterioridad, tienen por 
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objeto obtener el reconocimiento de el dominio sobre un bien 

a fin de que sea excluido del embargo r específicamente dicha_ 

fianza deberá rendirse cuando se hubiese constituido tercería 

de dominio que no se fundamente en instrumento inscrito,habi~n 

dose ordenado seguir dicha tercería en pieza separada, y el -

ejecutante haya pedido que se le entregue el inmueble embarg~ 

do para poder administrarlo, puede el juez ordenar su entrega 

en el rnisno euto en que se ordena el traslado por el t~rmino 

ordinario o en cualquier est a do del proceso en que s e hiciere 

la solicitud, pero para ello deberá rendir la fianza que nos 

ocupa la cual tendrá que ser aprobada con audiencia del -ter 

cero OQositor para que proceda dicha entrega. 

c) Fianza de Ejecución de la Sentencia. 

Una vez es pronunciada la sentencia en un juicio ejecut~ 

va, esta es apeleble en ambos efectos y una vez se haya inteE 

puesto el recurso, puede ocurrir en cuanto a su ejecución,dos 

situaciones a saber: en primer lugar, si la sentencia fuere 

favorable al ejecutante, podrá darsele cumplimiento sie~pr e y 

cuando es~e rindiere fianza suficiente para responder a las -

resultas del recurso, caso de que el tribunal superior revoque 

dicha resolución, y en segundo lusar, de ser favorable la sen 

tencia para el ejecutado, se puede levantar el embargo de sus 

bienes, pero para ello debera rendir fianza a fin de garanti-

',' 1 ~ .; \ l' l. 

"--~------.~ -._.--.... _~ .~. , ... _ -
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zar los resultados de la alzada . 

De acuerdo coa el arto 603 pro la fianza debe otorgárs~ 

dentro de seis días contados desde el siguiente al de la 

notificación del decreto que admi ta la apelac ión y rendida -

que esta s ea, se corre audiencia por tercer día a la parte 

contraria y con lo que diga o en su rebeldia acusada que sea, 

la caución será calificada por el juez, de ser aprobada la -

fianza, se remitirá!l los autos originales al superior, deja~ 

do en el tribunal certificación de lo ~ecesario para la eje-

cución de la s~ntencia, pero la aprobada o -

simplemente no se rindiere en el t~rrnino sefialado, no se ej~ 

cutara la sentencia y se deberán re~ itir los autos a l tribu-

nal superior en grado ya que ------ la 
, ., 

ape..1..élC10n es eIl ambos 

efectos. 

Finalmente si el rallo pronunciado en primera instancia 

es revocado, la fianza que se ha rendido pro0uce 82sún el --

arto 601 pro dos obligaciones así: a) la devo l ución de las 

cosas que el fiado haya recibido, asi como de sus frutos e in 

tereses; y b) la indemnizac ión de los daños y perjuicios . 
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3. FIANZA QUE DEBE RENDIR EL DEPOSITARIO JUDICIAL DE BIENES 

EMBARGADOS. 

Tal como lo establece el Art~ 612 Pro el embargo es el se 

cuestro judicial de bienes que no podrá hacerse sin mandato de 

juez competente, dicho secuestro trae como consecuencia el que 

se produzca el depósito de esos bienes en manos de una persona 

abonada, quien deberá tenerlos a la disposición del juez que -

ha seguido la ejecución, este depositario queda obligado a dar 

cuenta y razón de su gestión como tal siempre que asi lo pida-

la parte interesada quedando obligado además a cumplir con -

los deberes impuestos por la ley a los depositarios en general, 

según lo prescriben los artículos 1968, 2006 Y siguientes C. y 

631 Pro Al depositario se le considera respons a ble de los bi~ 

nes embargados, aún que no los traslade de la casa o del poder 

del deudor, desde el momento de la diligencia, pudiendo en todo 

tiempo pedirle al juez se le haga efectiva la entrega material 

de los bienes si el juez ejecutor no lo hizo al momento del em 

bargo. ·Se dice que por regla general, toda persona que se cons 

tituye como depositario judicial de los bienes que se embargan, 

está obligado a petición del ejecutado a rendir fianza la cual 

debe presentar dentro del t~rmino que el juez sefiale al efecto, 

el que no puede ser mayor ni menor de ocho días, sin embargo, ­

en lugar de rendir fianza puede el depositario presentar prenda 

o hipoteca suficiente conforme al inciso segundo del Art. 2088 
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c. lo cual según nuestra opinión no es muy usual en nuestro -­

medio. 

La fianza en estudio, s e gún nuestro entender tiene por f~ 

nalidad garantizarle al deudor que se le hará el pago por el -

deterioro o la pérdida de los bienes que se le han embargado -

así como la indemnización de los perjuicios que pueda causarle 

la mala administración de bienes tales como: hacienda, estable­

cimientos industriales, etc. En la práctica suele acostumbrar­

se a estipular en los instrumentos de compromiso de pagos, ta ­

les como el mutuo, la renuncia de parte de el que se constitu­

ye deudor a exigir l e fianza al depositario de los bienes que -

se le embarguen en caso de que se le promueva juicio, e inclu­

so nanifiesta aceptar como tal a la persona que designe el 

acreedor, cosa que según algunos no es ilegal ya que el deudor 

está disponiendo de un derecho exclusivamente en su favor lo -

cual, dicen, queda enmarcado en lo que establece el Art. 12 c. 

que dice: "podrá renunciar se los derechos conferidos por las -

leyes, con tal que sólo . miren el interés individual del renun­

ciante y que no este prohib ida su renuncia". Sin embargo es de 

importancia señalar que si tal renuncia no representa un acto-

ilegal por estar permitido por la ley, eso no significa que -

dicha renuncia sea a toda vista algo injusto a lo que se tiene 

que someter la persona que necesita se le otorgue el préstamo, 

pues se ha constituído en un requisito previo exigido de parte 
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de las personas que se dedican a la otorgación de este tipo de 

contratos en calidad de mutuantes, valiéndose de la necesidad-

manifiesta de el mutuario. 

Por otra parte la designación de la persona que se nombre 

depositario debe enmarcarse a los requisitos establecidos al -

efecto, no importando que el deudor haya facultado al acreedor 

para proponer su nombramiento. 

4. DIVERSOS CASOS DE RENDICION DE FIANZA EN LOS PROCESOS CI 

VILES. 

A nuesto parecer existe concenso en cuanto a que la fianza 

de costas, daños y perjuicios en forma general dentro del pro-

ceso civil, está regulada en los artículos 18 y 19 Pro No obs-

tante veremos a continuación otros casos de rendición de fianza 

dentro del proceso civil, que tienen por objeto garantizar los 

resultados del juicio. 

al Fianza que se rinde cuando se lleva el proceso al tri-

bunal superior o se saca en traslado. 

, Según los artículos 1000 y 1246 Pro cuando alguna de las-

partes solicita ser conductora de un proceso civil, el juez lo 

mandará a entregar bajo conocimiento si la contra parte estuvie 
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ra anuente, caso contrario podrá entregarlo siempre y cuando -

se garantice por medio de fianza otorgada por persona abonada, 

la seguridad del mismo, no obstante de acuerdo con el Art. 

1246 Pro en caso de que la persona a quien se le ha de entregar 

el proceso o documento, no fuere conocida o no mereciere de la 

confianza del tribunal, podrá hacerse la entrega por medi o de 

un tercero que sea ·responsable; en este caso la l ey no estipula 

expresamente que esa persona deberá afianzar al que pretende -

sacar el proceso, sin embargo varios consideran que al referir 

se a persona responsable, significa que lo está afianzando. De 

haber incumplimi ento de la .. parte obligada a entregar o devol­

ver e l proceso, el juez puede ordenar se haga efectiva la fia~ 

za, además de que se pueda imponer la o las sanciones pertine~ 

tes. 

b) Fianza que se debe rendir cuando se demanda con derecho 

de dominio una cosa mueble. 

De acuerdo con el Art. 42 Pro "cuando se demanda con de re 

cho de dominio una cosa mueble, el juez del lugar en que el reo 

se halle con ella, tendrá la jurisdicción competente para cono­

cer, aunque el reo sea morador de otra parte, exepto el caso -

de dar fianza de estar a derecho ante su juez respectivo", lo 

que significa que el reo en este caso podrá contestar la deman 

da que se le plantea y continuar e l litigio ante el juez de su-
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domicilio, dicha fianza solamente tiene por objeto garantizar­

le al actor que el reo concurrirá ante el juez de su domicilio 

a continuar el juicio que se le ha promovido. 

c) Fianza que se debe r endir en caso de representación j~ 

dicial entre parientes. 

Sabemos que por ministerio de ley nadie puede tomarse para 

si el oficio de procurador para demandar o contestar una deman 

da, no obstante la misma ley expresame nt e señala las siguientes 

excepciones est ipuladas en elArt. 116 Pro así: "el padre por -

el hijo emancipado y viceversa, el suegro por el yerno y vice-

versa, y el hermano por el hermano " pueden ser admitidos-

para actuar como procuradores ya sea en calidad de actores, o 

reos aunque carecieren de poder, pero siempre que dicha actua­

ción no requiere de poder especial y bajo la protesta de que -

al que se represente se dará por satisfecho de lo que 

nombre se gestione, además de la otorgación de fianza 

a su --

que ga-

rantice las resultas del juicio aunque la contra parte no la -

pida, o sea que las diferencias en este tipo de juicios es que 

por el hecho de darse una representación entre par i entes la -

obligación de rendir fianza del que actúa en calidad de procu­

rador ya sea como actor o como reo, le es ordenada por la ley­

y no por solicitud de la contra parte como ocurre en la fianza 

de costas, daños y perjuicios, además de que ~sta última sólo-
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están obligados a rendirla los que actúan en calidad de actor. 

Es de importancia señalar que la fianza que en este caso debe _ 

rendirse, por el hecho ~ ser exigida por ministerio de ley, 

constituye una fianza legal, pues su celebración es de carácter 

obligatorio para que pueda darse la representación judicial de 

que trata el Art. 116 Pro 

dl Fianza que debe rendirse cuando se solicita término ex 

traordinario para la presentación de pruebas que han de rendir 

se fuera del país. 

La prueba constituye el medio legal para establecer la --

verdad de un hecho controvertido, es d e cir demostrar que lo -

que se reclama es cierto o se tiene derecho a ello o bien des­

virtuar lo reclamado. El término establecido para que las par­

tes presenten sus probanzas es de veinte días de tratarse de -

un juicio ordinario y de ocho días si se trata de un juicio s~ 

mari ~ . De acuerdo con los artículos 245, 246 Y 247 Pro si la -

prueba a presentarse en causas ordinarias ha de hacerse dentro 

del territorio de la República se concede el término normal de 

pruebas, es decir veinte días, pero si hubiese de hacerse en -

alguna d e las Repúblicas de Centroamérica, se graduará el tér­

mino conforme a lo prevenido en el Art. 211 Pro Además de los 

veinte días del t~rmino legal. En cambio si se debiere hacer 

en cualquier otro punto de América o Europa o en cualquiera -
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otra parte, para conceder el término extraordinario de prueba-

son indispensables los siguientes requisitos: 

a) Que sea solicitado dentro de los primeros ocho días del 

término de prueba establecido. 

b) Que se justifique sumariamente con citación contraria-

que los testigos, cuyo examen se solicita, se encontraban en -

el lugar donde sucedió el hecho discutido y 

c) Que se deposite y afiance a satisfacción del juez la -

cantidad que a éste parezca suficiente para las expensas que ha 

ga el colitigante en ir o mandar persona que presencie el exa-

roen de los testigos. 

Por otra parte 

artículos 246 Y 247 Pro lo cual nos parece un error de redacción, 

quizá incluso mecanográfico, en el sentido de que cuando habla 

de la prueba que ha de verificarse fuera de Centro América, se 

concederá el término extraordinario con sólo las condiciones -

prescritas en el número primero del Art. 247 e Inc. 20. del --

Art. 246 Pr., cuando por lógica debe entenderse que los hechos 

que se tratarán de probar han ocurrido dentro de Centro América, 

para que el legislador haya dispuesto exonerarlos de los otros 

requisitos. Se considera que la fianza que se rinde en este ca 
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so no constituye una garantía completa de costas, daños y per-

juicios sino más bien sólo garantizarle a la contraparte el p~ 

go de los gastos que deba hacer para presenciar ya sea directa 

o indirectamente la rendición de la prueba. 

Finalmente anotemos que tal como se asegura en el título-

de este capítulo, no siempre que se rinda fianza en juicios ci 

viles se dilata el proceso sobre todo en aquellos casos que no 

se les señala el mismo procedimiento que para la fianza de co~ 

tas, daños y perjuicios regulada en los artículos 18 y 19 Pr.-

y que su aceptación depende en gran parte de el juez que conoce 

de la causa, como po r ejemplos: La fianza que debe rendir el 

postor en remate, la que debe rendir el ejecutante para la en-

trega del inmueble, la que se rinda cuando se lleva el proceso 

al tribunal superior o se saca en traslado, la que debe rendir 

se cuando se demanda con derecho de dominio una cosa mueble, 

la que se debe rendir en caso de representación judicial entre 

parientes y la fianza que debe rendirse cuando se solicita tér 

mino extraordinario para la presentación de pruebas que han de 

rendirse fuera del p&ís. Todos estos casos a nuestro entender-

no dilatan grandement e el proceso porque para su presentación-

no requieren de un término de pruebas y otros términos que si 

aparecen en la fianza regulada en los artículo s 18 y 19 Pr.~ 

decir que no producen un in c idente propiamente dicho. 
I 

I r'&'8'8..liT\\ """;1:'">, ... 
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En cuanto a los problemas prácticos que en esta investig~ 

ción se le atribuyen a la rendición de la fianza de costas, da 

ños y perjuicios, somos de la opinión de que no todos los males 

de dicha caución aparecen en los otros tipos de rendición de 

fianza y los que aparecen dependen de el tipo de fianza de que 

se trate, es decir si tienen o no señalado el mismo procedi--

miento establecido para la rendición de la fianza regulada en 

los artículos l B y 19 Pro 
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CAPITULO V 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

Plantear las conclusiones y recomendaciones consideramos-

que es la parte más importante de la investigación, porque es 

aquí donde se plasman los resultados obtenidos, además de que­

se vierten proyecciones sobre el tema a fin de que el caso es­

tudiado sea mejorado tanto teórica como prácticamente. Las con 

clusiones y recomendaciones de nuestra investigación son las -

siguientes: 

l. CONCLUSION ES 

al La rendición de la fianza de costas, dafios y perjuicios 

legalmente es un medio para garantizar la s resultas del j uicio, 

pero en l a práctica también se convierte en un medio dilatador 

del proceso, por cuanto e l proceso se suspende hasta que se re 

suelve el incidente de fianza. 

bl El actor en determinado momento tiene que desistir o -

abandonar su acción al no poder satisfacer la obligaci6n de -­

rendir fianza o porque habiéndola rendido ésta no fue "eficaz". 

cl La capacidad económica del actor es determinante para ­

que su pretensión no se vea obstaculizada por el hecho de que­

el demandado pida la rendición de fianza, porque el beneficio-
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de pobreza no responde en la actualidad a la posibilidad de 

quedar exento de la obligación de rendir fianza por el hecho -

d e ser pobre. 

dl La facultad concedida unilat era lmente al demandado para 

pedir que el actor le garantice el pago de las r es ultas del jui " 

cio t~ansg rede tanto el principio de igualdad procesal, como el 

principio de probidad, ya que desequilibra la correlatividad de 

oportunidades de las partes en e l juicio, así como permite cie~ 

ta corruptela en el sentido de que se pueda utilizar la figura-

de la fianza como una medida dilatoria que consecuentemente no-

va acorde con una buena actuación del demandado en el proceso. 

el En algunas clases de juicio la rendición de fianza re-

s ul ta contradictoriajs i con an ter i or idad al proces o e 1 r e o ha pa~ 

tado que ~l cargaría con el pago de las costas procesales y di 

cha estipulación no se considere ilegal por el juzgador; y en 

cuanto a los daños y perjuicios se considera contradictori-ªporque 

el juez al momento de fijar su cuantía no puede valuar con pre 

cisión los posibles daños, y perjuicios ocasionados. 

2. RECOMENDACIONES 

al Según nuestro criterio, la recomendación primordial -
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que de esta investigación resulta, es que se suprima la figura 

de la fianza de costas, daños y perjuicios, en vista de que no 

existe justificación para exigir le unilateralmente al demandan 

te, rinda fianza para garantizarle al demandado las resultas _ 

del juicio, pués hacerlo constituye una franca violación al __ 

principio de igualdad procesal. 

• I 

b) Que se emita una nueva legislación procesal civil,que 

esté acorde al tiempo actual y a las tendencias jurídico-proc~ 

sales de hoy día, que haga desaparecer la inadecuada legisla--

ción procesal vigente, letargo de retraso de más de un siglo. 

c) Una vez suprimida la fianza; si al final del proceso -

se comprobara ~e la parte que resulta venc ida, actuó con mali-

cia y mala fe, sin importarle el daño que causaba a su contra-

parte, es decir sabiendo que ejercía un litigio temerario, ade 

más de la condena en costa~ debería de establecerse en la sen 

tencia que pone fin al proceso una sanción pecuniaria acorde -

con el daño causado, lo cual no estaría violando ningún princi 

pio procesal y tampoco tendría incidencia en el proceso puesto 

que éste habría precluido. 

dl Con el objeto de contrarrestar las demandas int erpu~s 

tas de mala fe y en general litigios de-
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implantarse la asistencia letrada obligatoria en todos los 

procesos civiles, pués e l profesional del derecho presupone una 

investidura moral que no permitiría entablar litigios temerarios 

y en c~so de que lo haga ex isten sanciones ya determinadas que ­

pueden llegar hasta el enju iciami ento en materia p en& l. 
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